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			PRÓLOGO

			
POR UN PRESENTE DE TRANSPARENCIA PARA UN FUTURO DE DEMOCRACIAS SÓLIDAS


			FRANCINA ARMENGOL SOCÍAS

			Presidenta del Congreso de los Diputados

			A través de las páginas de Información, comunicación y transparencia en el parlamento. Retos actuales de la institución representativa, el lector o lectora tiene la oportunidad de navegar por reflexiones que se elevan como fundamentales para las democracias parlamentarias de hoy. A lo largo de los capítulos que constituyen la obra, coeditada por Blanca Nicasio, Luis Carlos Ramírez y Hugo Aznar, se van abriendo cuestiones que abarcan el pasado, el presente y el futuro de las instituciones representativas y responden a preguntas imprescindibles: ¿cómo ganar transparencia, confianza, participación ciudadana? ¿Cómo utilizar los aprendizajes del pasado para gestionar la complejidad social actual desde el parlamentarismo? ¿Cómo comunicar mejor la labor que se lleva a cabo en las instituciones y su papel en la democracia?

			El volumen que tienen en sus manos es un conjunto de respuestas a estas y otras preguntas. Un ejercicio de pausa, reflexión y propuesta, que es precisamente lo que necesitamos como sociedad. En momentos de inmediatez como los que impone el siglo XXI urge, precisamente, frenar para poder llevar a cabo una reflexión calmada sobre, por ejemplo, cómo se transmite la información que nace en las instituciones representativas.

			En momentos de crispación, es necesario explorar los caminos hacia la democracia participativa y la transparencia. Hacerlo con las herramientas de las que ya disponemos, pero también con nuevos instrumentos. Solo así se despejan dudas sobre el papel esencial que juegan los parlamentos en nuestras democracias.

			En momentos de puesta en cuestión de los grandes consensos sociales de las últimas décadas, revisar la historia del parlamentarismo y entender lo arduo que ha sido el camino que nos ha traído hasta aquí tiene un gran valor. Nos sirve para no perder el foco de lo que es importante. Y lo importante es, sin duda, trabajar para dejar un mundo mejor al que nos hemos encontrado. Y, en momentos de polarización, todas las propuestas que inviten al diálogo deben ser escuchadas y tenidas en cuenta.

			En agosto del año pasado, cuando inicié mi andadura como presidenta del Congreso de los Diputados, se generalizó la idea de que en un parlamento tan fragmentado la legislatura iba a ser imposible. Y, desde mi punto de vista, el enfoque debería ser completamente el opuesto. El hemiciclo que tenemos hoy en día es un fiel reflejo de la pluralidad que existe en nuestra sociedad. Ese parlamento se parece más a España. Las iniciativas que de él salgan estarán trabajadas de manera más coral, recogerán más sensibilidades, habrán sido más debatidas y tendrán, así, más probabilidades de ser beneficiosas para las mayorías sociales de este país.

			Existe una complejidad social que demanda soluciones creativas en lo político y nuestro papel es estar a la altura. Y, gracias a (no pese a) la pluralidad, el parlamentarismo ha servido ya, en lo que llevamos de legislatura, para grandes avances. Uno de ellos es la modificación del artículo 49 de la Constitución española, eliminando conceptos obsoletos y haciendo de nuestra carta magna un texto más inclusivo.

			Los parlamentos tienen un pasado que no siempre ha sido llano y sin obstáculos, pero del que nos queda un recuerdo sólido de avances en derechos civiles. Es normal que su presente sea vivido desde la turbulencia, especialmente en unos años en los que asistimos al nacimiento y auge de discursos que ponen en duda su incalculable valor. Pero precisamente por eso el papel de los y las demócratas debe ser el de tener el corazón en el pasado, las manos en el presente y los ojos en el futuro: el corazón en el pasado para recordar que la democracia no siempre ha estado ahí y se debe luchar por ella constantemente; las manos en el presente para trabajar en el día a día de unos parlamentos que no deben olvidar su función de representar y de satisfacer las necesidades del pueblo al que representan, y, a la vez, los ojos en el futuro, que permiten tener la mirada larga para seguir construyendo democracias sólidas a largo plazo.

			Quiero agradecer la oportunidad que me bridan el catedrático Hugo Aznar, la profesora Blanca Nicasio y el periodista parlamentario Luis Carlos Ramírez de participar en esta edición. También, por supuesto, al equipo de colaboradores y colaboradoras que dan forma a esta publicación, ya que son sus voces expertas las que aportan miradas nuevas para mejorar nuestra democracia.

			Con este libro se hace una aportación clave al debate para mantener y mejorar la legitimidad de las instituciones representativas. Contamos con las herramientas para hacer posibles parlamentos más transparentes y más participativos. Contamos, también, con la capacidad de generar instrumentos nuevos si los actuales están obsoletos. Está en nuestras manos hacerlo realidad: hagámoslo posible.

		

	
		
			
			
PRESENTACIÓN

			HUGO AZNAR

			Universidad CEU Cardenal Herrera

			BLANCA NICASIO VAREA

			Universidad CEU Cardenal Herrera

			Estando en el marco de una coleccion de ética de la comunicacion este volumen aborda con más detalle un aspecto de la vida institucional del Parlamento: el relacionado con su información, comunicación y transparencia. Sin embargo, resultaría inadecuado abordar estas cuestiones sin una contextualización más amplia acerca del propio parlamento, su historia, sus retos como institución política con una serie de funciones que cumplir, su evolución reciente, etc.

			Este planteamiento más amplio permitirá a los profesionales y estudiantes de la comunicación con interés en esta institución tener un sentido y una visión más amplia de la misma que contribuya a prevenir los reduccionismos estratégicos que parecen predominar hoy en gran medida en la comunicación política en general. Al mismo tiempo esperamos también que esta perspectiva amplia resulte de utilidad para estudiantes de ciencias políticas o de derecho, así como también a otras personas que desempeñen su labor en el ámbito político o que tengan interés en estos temas y más específicamente en el caso concreto de la institución parlamentaria. Aunque centrado de forma genérica en el Parlamento español, la gran mayoría de consideraciones que se hacen en estas páginas podrían valer igualmente para los diferentes parlamentos autonómicos del país, en los que además desarrollan su labor varios de los contribuyentes del volumen.

			
AGRADECIMIENTOS

			Es obligado en estas líneas de presentación agradecer, en primer lugar, a la presidenta del Congreso de los Diputados, Francina Armengol, haber tenido a bien escribir el Prólogo de este volumen. Ello pone de manifiesto su interés, y con él el de la institución que preside, por la necesidad de reflexionar e indagar en estas cuestiones. Supone por tanto un aval importante de esta iniciativa en su conjunto; aunque no, por supuesto, de lo que podamos haber dicho cada uno de sus autores. Así pues, desde estas líneas queremos agradecerle este apoyo por todo lo que ello significa.

			También queremos agradecer la colaboración que en todo momento ha mantenido con la iniciativa la Asociación de Periodistas Parlamentarios a través de su presidenta, Anabel Díez; de uno de sus miembros, Luis Carlos Ramírez, como coeditor del volumen, y de otras periodistas también miembros de la misma como coautoras de uno de los capítulos. Desde que le planteamos a la APP esta iniciativa hemos contado con su apoyo, lo que también supone una percepción clara por parte de los periodistas que la integran de la necesidad de obras como esta. Del mismo modo, siempre que hemos mencionado, en los contactos y en la gestión de estos, esta colaboración de la APP hemos percibido una voluntad de colaboración que solo cabe atribuir al prestigio de dicha asociación.

			Queremos obviamente agradecer también a todos los autores su contribución a este volumen. Siempre que contactamos con alguno de ellos y ellas para ofrecerles la oportunidad de colaborar hemos recibido una respuesta positiva. Esto, aunque nos pueda llenarnos de satisfacción como editores, hay que atribuirlo también a su percepción de la necesidad y oportunidad de un volumen como este. Era sin duda el tema lo que les motivaba a colaborar desde un principio, lo que es un aval añadido de la oportunidad de esta iniciativa.

			Conviene destacar que, como editores, ha sido también el interés y la preocupación suscitado por el tema lo que nos ha motivado a realizar este volumen. Este no nace de una perspectiva única ni mucho menos desde un planteamiento ideológico o político particulares. Nace únicamente, y a ella se debe, de la percepción de la necesidad y relativa urgencia de abordar la cuestión genérica de la comunicación parlamentaria en un contexto de deterioro de la imagen pública de este. A partir del diseño de la estructura, los invitados a contribuir a estas páginas lo han sido por su prestigio y trayectoria previas, sin otra indicación al respecto que la de que expusieran, en el marco general de la obra y su planteamiento general, la cuestión atribuida en función de su experiencia y conocimiento previos.1

			
PASADO, PRESENTE Y FUTURO DEL PARLAMENTO

			Entrando ya en los capítulos de la obra, el primero, a cargo de los profesores Hugo Aznar y M.ª Nieves Alonso García, hace un repaso sucinto de la historia del parlamentarismo para permitir a los no especialistas forjarse una idea básica de la historia y los antecedentes de esta institución. El nacimiento de lo que será su versión moderna —﻿más allá de sus antecedentes en el mundo antiguo﻿— se sitúa precisamente —﻿y para sorpresa de cualquiera a la vista de nuestra historia posterior﻿— en nuestro país. El capítulo se inicia con el nacimiento de este parlamento medieval y su posterior desaparición por los procesos de formación nacional y concentración del poder de las monarquías absolutas europeas de la primera modernidad; continuando luego con el caso particular inglés y su transformación del parlamento medieval en el parlamento moderno. Se hace luego un repaso de algunos elementos del parlamentarismo liberal decimonónico para concluir con su crisis en el inicio del siglo XX. El trasfondo de este repaso histórico es que las dos veces que Europa ha visto desaparecer o declinar sus parlamentos —﻿al final de la Edad Media y a comienzos del siglo XX— el resultado ha sido un período de poderes políticos absolutos —﻿monárquicos o de partidos﻿— y conflictos bélicos generalizados.

			Le sigue, a cargo de los profesores y editores de la obra Hugo Aznar y Blanca Nicasio Varea, un capítulo en el que se plantean algunos de los retos a nuestro juicio más relevantes de la institución parlamentaria, tanto los más a largo plazo como los más actuales. En él se hace una presentación en líneas muy generales de las grandes tendencias de la política y la institución parlamentaria a partir de la Segunda Guerra Mundial, incidiendo en las más recientes, donde la comunicación adquiere una relevancia fundamental.

			Para abordar ya el momento actual de nuestro Parlamento, el profesor Manuel Martínez Sospedra, en el tercer capítulo, presenta la democracia descentralizada y consociativa española, así como la configuración y el rol efectivo del Congreso; para posteriormente detallar algunos de los problemas de la institución. El Parlamento es una organización de elevada complejidad que, en la actualidad, no comunica bien porque estaría mal formado, adolece de falta de medios, tiene reglas de funcionamiento inadecuadas, su política de personal parece poco acertada y buen número de los políticos que lo integran son manifiestamente mejorables. No es de extrañar, entonces, que atravesemos un momento de crisis de representación y que esta esté afectando a la calidad y sustancia de nuestra democracia constitucional.

			En el cuarto capítulo, Pablo Simón aborda la polarización política actual, comenzando por clarificar el concepto, presentar sus diferentes tipos y sus potenciales causas. Entrando ya en el Parlamento, repasa cómo ha evolucionado el Congreso de los Diputados en la última década, mostrando cómo la fragmentación parlamentaria se ha acompañado de una polarización ideológica bibloque de izquierda y derecha. En este sentido revisa el tipo de retóricas y las estrategias de crispación empleadas por los partidos para generar polarización afectiva, repasando tanto la retirada de declaraciones del diario de sesiones como el papel jugado por los medios de comunicación, mezclando política con entretenimiento. Y finaliza planteando propuestas que puedan contribuir a reducir este nivel de polarización de la vida pública.

			Frente a la polarización y la instrumentalización del parlamento por los partidos, resulta necesario recuperar el carácter deliberativo de parlamento, con vistas a lograr debates y acuerdos orientados al bien común y abiertos a la participación ciudadana. Mientras que de esta última cuestión se ocupa más el capítulo que cierra la obra, la revitalización del papel deliberativo del Parlamento, a cargo del profesor Carlos Rico Motos, se analiza en el capítulo quinto. Comienza destacando cómo, pese al carácter deliberativo propio de la naturaleza del parlamento, el peso de las estrategias partidistas y los cambios políticos generados por las nuevas tecnologías de la comunicación favorece un espacio donde alternan dinámicas consensuales con otras de tipo agonístico. Señala los condicionantes sistémicos que incentivan unas u otras dinámicas como paso previo para abordar las reformas de diseño institucional que pueden aumentar el espacio para la deliberación. Para ello repasa en perspectiva comparada las innovaciones ensayadas en algunos parlamentos occidentales, prestando especial atención al papel de las comisiones parlamentarias como espacios privilegiados para el intercambio constructivo entre sociedad civil y representantes.

			
LA INFORMACIÓN Y COMUNICACIÓN PARLAMENTARIAS

			La segunda parte de la obra está dedicada a la relación entre Parlamento y comunicación. A partir de la premisa de que el carácter representativo del parlamento requiere publicidad en sus órganos para asegurar el conocimiento ciudadano, el capítulo sexto, a cargo de la letrada M.ª Rosa Ripollés Serrano, aborda la relación entre el Parlamento y el principio de publicidad, articulado en gran medida mediante los medios de comunicación. A través de un análisis histórico-normativo aborda cómo ha sido tal relación: su desarrollo histórico desde su origen en los propios inicios del parlamentarismo contemporáneo, pasando por la etapa de esplendor de la crónica parlamentaria a finales del XIX y comienzos del siglo XX, hasta la actualidad, con un incremento espectacular de la presencia de medios en el Parlamento, la creación de sus propios canales de televisión, así como la incorporación de las redes sociales. Continua con las recomendaciones de la Unión Europea sobre cómo debería ser esta relación entre parlamento y medios, concluyendo con unas reflexiones sobre cómo podría mejorar su relación.

			El capítulo séptimo, a cargo de Enrique Ordiales Montes, miembro del equipo de comunicación del Parlamento, describe su comunicación institucional: organización, medios humanos y técnicos, criterios de funcionamiento, datos de audiencia o seguimiento, etc. Repasa igualmente la colaboración con los periodistas y medios acreditados, y con los que no lo están. Concluye con un balance general y varias propuestas de futuro sobre los retos de esta comunicación, particularmente los de conectar mejor con la ciudadanía y hacer llegar a esta la amplia labor que se desarrolla en dicha institución, mejorando asimismo su conocimiento por parte de las nuevas generaciones.

			En el capítulo octavo, la profesora y exparlamentaria Marta Martín Llaguno proporciona un marco conceptual para comprender la comunicación en el contexto parlamentario y el rol esencial que debe desempeñar en la función de representación de los diputados. En este sentido, destaca la necesidad de investigaciones académicas en este campo, dado que, pese a su importancia, la comunicación parlamentaria ha sido poco estudiada comparada con otros tipos de comunicación política, como la electoral. La autora examina los tipos de comunicación que realizan los cargos electos, la finalista y la instrumental, con sus variantes directas o mediadas. La primera les permite cumplir su objetivo de representación a través de la escucha y de la emisión de información. La segunda abarca la interacción con la formación política, la negociación con otras formaciones y la comunicación con la propia cámara y diversos actores del sistema parlamentario. Incide también en la sobrecarga de información, que es el mayor desafío tanto para la escucha de los diputados, como para la difusión —﻿fundamental para el derecho a la información y la rendición de cuentas﻿— que se centra en lograr visibilidad, captar la atención e imponer los marcos y el relato. Aunque en la era digital la comunicación en línea ha cobrado relevancia, los medios siguen siendo esenciales, concluyendo su aportación con una revisión de su actividad en este campo.

			Con el capítulo noveno entramos de lleno en la actividad de los medios periodísticos en el Parlamento. Se traza en él, a cargo del profesor Juan Carlos Sánchez Illán, una perspectiva histórica de la crónica parlamentaria y su evolución. Este género llegó a España desde Francia, dando inicio con las Cortes de Cádiz al ciclo liberal de la historia contemporánea. Se explican sus rasgos esenciales, siendo inicialmente un género híbrido de política y literatura llamado a tener amplio recorrido en la historia de la prensa. Su estudio sirve de testimonio del accidentado proceso de implantación del liberalismo político en España, sucediéndose breves y tensos periodos liberales y fuertes retrocesos. Esto es así desde sus inicios, con el decreto de libertad política de la imprenta de 1810, hasta la consolidación de la democracia constitucional a partir de 1978. Por último, aborda la llegada de internet en la última década del siglo XX y su influencia, que suscita un nuevo paradigma de relaciones entre prensa parlamentaria y políticos, aún más difuso y complejo.

			Agustín Yanel, periodista, presenta en el capítulo décimo el periodismo y los periodistas que cubren el Parlamento. La información de las Cortes Generales es de interés para la ciudadanía y para los y las periodistas dedicados a ella están obligados a buscarla y a difundirla con rigor profesional. Los hay que se esfuerzan por hacerlo así. Pero otros muchos, arrastrados por la obligación de difundir noticias en tiempo real impuesta por algunas cadenas de televisión, practican un periodismo de declaraciones: preguntar a los parlamentarios por el tema que les dicen desde su medio y conectar a varios en directo para que desde el estudio les pregunten y los tertulianos del programa comenten sus declaraciones. Los y las periodistas de agencias (EFE, Europa y Servimedia) constituyen una excepción porque, además de las noticias sobre los asuntos de actualidad, buscan otras informaciones: preguntas de los grupos y respuestas del Gobierno, proyectos y proposiciones de ley registrados, enmiendas… Su labor, nunca reconocida como corresponde por los medios, resulta imprescindible para el trabajo de otros muchos periodistas. Finalmente, el autor denuncia el reciente incremento en el Parlamento del periodismo de trinchera, practicado por algunos periodistas que confunden la agudeza en las preguntas con la descalificación del político que no es afín a sus ideas o las de su medio.

			El último capítulo de este bloque, undécimo del volumen, recoge las reflexiones de seis periodistas con larga trayectoria en la cobertura del Parlamento. Se trata de María F. Rey, presidenta de la Asociación de la Prensa de Madrid (APM); Pilar Velasco, directora de Demócrata; Lucía Méndez, redactora jefe de El Mundo; Anabel Díez, periodista de El País y presidenta de Asociación de Periodistas Parlamentarios (APP); Ana Martín, periodista de El Debate, y Luis Carlos Ramírez, periodista de Radio Nacional de España. El capítulo recoge sus respuestas a las entrevistas personales en las que se les planteó cuál debe ser el papel del periodismo parlamentario, así como sobre su evolución, poniendo el foco en los cambios producidos en los últimos años. Asimismo, señalan los principales problemas que han detectado en la comunicación emanada del Parlamento y las posibles responsabilidades. Valoran igualmente si se hace llegar a los ciudadanos toda la labor del parlamento, o solo una parte, y los motivos de esto. Y su percepción sobre si la comunicación que surge del Parlamento influye en la desafección ciudadana. Por último, plantean propuestas que podrían mejorar este periodismo para contribuir a una opinión pública bien formada respecto a lo que acontece en el Parlamento, que pueden exigir así a las formaciones políticas la debida rendición de cuentas.

			
LA TRANSPARENCIA PARLAMENTARIA Y LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA

			En la tercera parte de la obra se aborda el tema más novedoso de la transparencia, un principio que se suma al de la publicidad tradicional, que permite conocer mejor la labor del parlamento y de los parlamentarios. Con ello aumenta la facultad ciudadana —﻿ejercida habitualmente a través de periodistas y de medios especializados en esta labor2— de exigir la debida rendición de cuentas a la institución y a quienes la integran.

			El capítulo duodécimo, a cargo de las letradas Encarna Fernández de Simón Bermejo y Raquel Marañón Gómez, explica la transparencia parlamentaria entendida como el conjunto de acciones a desarrollar en el seno de las cámaras para garantizar el conocimiento general de cuanto sucede y se decide intramuros de la institución. Analizan algunos de los instrumentos y mecanismos para implementarla, su evolución y su regulación para incorporarlos a las normas internas de las cámaras, así como las experiencias de éxito o no en esta materia. En ese sentido, proponen adoptar políticas proactivas y buenas prácticas que posibiliten, como objetivo último, la centralidad política del parlamento, superando el déficit de representación que hoy se predica del mismo. Asimismo, plantean que la transparencia, en tanto complementaria a las actividades de publicidad y comunicación parlamentarias, tiene que servir como instrumento para facilitar la relación entre representantes y representados, de tal forma que los ciudadanos puedan evaluar su nivel de integridad, tanto de la institución como de sus miembros, al permitir conocer, entre otras cosas, las agendas parlamentarias, quién ha influido en cada iniciativa tramitada, sea o no legislativa, etc.

			Por su parte, en el capítulo decimotercero sobre transparencia y rendición de cuentas de los parlamentarios, el letrado Xosé Antón Sarmiento da cuenta de los mandatos existentes en nuestro ordenamiento respecto a los deberes que tiene el diputado individual, perfilados como obligaciones, pero también como exigencias éticas en el ejercicio de su mandato parlamentario. Detalla los mecanismos que los distintos legislativos españoles han incorporado en su regulación normativa para asegurar un ejercicio del mandato parlamentario acorde a las exigencias de claridad y cercanía a la ciudadanía y cómo se aplican esos criterios por parte de los organismos creados al efecto, planteando cómo podría mejorarse su nivel de exigencia para mejorar a la postre la calidad democrática del sistema político. También se ocupa del otro gran sujeto de la actividad parlamentaria, los grupos parlamentarios, que influyen decisivamente en el perfil del parlamentario individual y en el funcionamiento de las cámaras legislativas en España. En este sentido, pone de manifiesto su interrelación con los partidos políticos y su margen de mejora respecto a los mecanismos de dación de cuentas y participación ciudadana.

			El libro se cierra con la contribución de los letrados Francisco Visiedo y Joaquín Marco, que abordan la participación en el Parlamento, ya que el principio de transparencia sirve también a la apertura del parlamento, permitiendo así una mayor participación de la sociedad civil en su actividad, avanzando así hacia lo que se ha dado en llamar un Parlamento abierto. Parten de reconocer que en los últimos años el parlamentarismo tradicional ha evolucionado implementando iniciativas tendentes a incrementar esta participación de la ciudadanía en el proceso de toma de decisiones, reto que se ha venido desarrollando en equilibrio, no siempre sencillo, con el respeto al carácter representativo de nuestras cámaras. Los autores examinan cómo regula el ordenamiento jurídico español dicho proceso de apertura del parlamento, tanto el estatal como los autonómicos, analizando qué iniciativas se han implementado (iniciativa legislativa popular, enmiendas de participación ciudadana en el procedimiento legislativo, comparecencias en Comisiones, etc.), cuál ha sido su resultado práctico y qué pasos podrían seguir dándose en este proceso de futuro.

			
UNA AUSENCIA SIGNIFICATIVA

			Hasta aquí las contribuciones de esta obra a un debate que ha de continuar puesto que los retos y desafíos del Parlamento son numerosos y todos relevantes. Sobre las cuestiones abordadas aquí habrá, seguro, ocasión e incluso necesidad de volver nuevamente.

			Debemos sin embargo concluir este apartado poniendo de manifiesto lo que a estas alturas algunos lectores probablemente hayan percibido: una ausencia significativa en este volumen. Y decimos ausencia, y no carencia, ya que por nuestra parte hemos hecho todos los esfuerzos para contar con su participación. Así, la obra tenía previsto un capítulo con la respuesta de los portavoces o de los responsables de comunicación de los partidos a las cuestiones planteadas en estas páginas; en su caso más centradas en la posible relación entre el deterioro de la percepción ciudadana del Parlamento y las estrategias de comunicación de los partidos, así como su creciente tirantez e instrumentalización partidista. Queríamos conocer si compartían este punto de vista y, de ser así, su grado de conciencia del daño que dichas estrategias pueden causar a la institución —﻿y con ella a la democracia en su conjunto﻿—; así como también su grado de compromiso a la hora de aportar posibles soluciones, particulares o conjuntas, a dicha situación.

			Sin embargo, tras contactarles en varias ocasiones y por diferentes vías, ningún grupo parlamentario ha tenido a bien participar. A nuestro juicio, este silencio pone de manifiesto el grado de susceptibilidad de los partidos a la hora de confrontar estos temas y pronunciarse sobre ellos en un momento de especial tensión política. Lo único aprovechable de esta ausencia es que resulta la mejor evidencia de la necesidad y de la oportunidad de obras como esta; pero eso no compensa que nos deje sin el testimonio de los protagonistas principales. Como responsables de la obra solo nos queda esperar que esta tenga éxito y se agote pronto la primera edición: lo que daría a los representantes políticos en el Parlamento la oportunidad de participar en una segunda edición y reparar su ausencia. Quedan emplazados a ello para contribuir a mejorar la institución a la que, en nombre de la ciudadanía, deben su servicio.

			
PROYECTOS DE I+D+I

			Concluimos esta presentación con la mención obligada del proyecto de I+D+i y la ayuda que han facilitado la realización de este volumen.

			Respecto al primero, se trata del Proyecto nacional Ética y Autorregulación de la Comunicación Social: Análisis de contenido de los Códigos Éticos de 2ª Generación y elaboración de Protocolos y Guías para su implementación, con Ref. PID2021-124969NB-I00, financiado por MCIN/AEI/10.13039/501100011033/ y el Fondo Europeo de Desarrollo Regional (FEDER), dirigido por el investigador principal Hugo Aznar y del que forma parte también la coeditora Blanca Nicasio Varea. Además de la iniciativa en su conjunto, la realización de los capítulos 2 y 11 se inscribe en el marco de dicho proyecto.

			Junto a este proyecto, la profesora Blanca Nicasio Varea ha recibido también la Ayuda para el desarrollo de estudios y proyectos singulares del Vicerrectorado de Investigación de la Universidad CEU Cardenal Herrera, durante el curso 2023-24, que le ha facilitado dedicar más tiempo y energía tanto a su contribución en el capítulo segundo, como a la realización de las entrevistas a los periodistas y su compendio, así como a la edición del volumen en su conjunto.

			Por su parte, el capítulo 4, a cargo de Carlos Rico Motos, ha sido realizado en el marco del Proyecto La erosión de la esfera pública democrática: causas, consecuencias y propuestas de reforma, financiado por la Universidad Pontificia Comillas, Ref. PP2022_5.

			


				
						1 En el capítulo de los agradecimientos es obligado mencionar también la labor de apoyo a la gestión del volumen que han prestado Mercedes Blanes Tortajada, investigadora en formación, y María Millano García, becaria de colaboración.


						2 Como, por ejemplo, Parlamentia/Newtral, quehacenlosdiputados.es o Civio.
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BREVE RECORRIDO HISTÓRICO POR EL PARLAMENTARISMO Y SUS CRISIS
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			Universidad de León

			El parlamentarismo, cuyo eje principal descansa sobre un órgano colegiado seleccionado por el pueblo, es la esencia de la democracia. En palabras de Kelsen «la única forma real en que se puede plasmar la idea de la democracia dentro de la sociedad presente» (Kelsen, [1920] 1977: 50). La piedra angular del parlamento es su función de órgano constituyente y legislativo, suministrador de legitimación al gobierno, a la vez que mecanismo para su control y el de la sociedad en su conjunto. El parlamento plasma y respalda el pluralismo social, territorial, económico y esencialmente político. En lo que sigue haremos un breve repaso de la historia del parlamentarismo, no tanto a partir de la historia concreta de los parlamentos —﻿salvo en algunos momentos de especial relevancia, ya que si no desbordaría una obra como ésta﻿— cuanto de algunos de los acontecimientos políticos y obras de autores que contribuyeron a definir, dar legitimidad y precisar la función política del parlamento a lo largo de la historia europea moderna, así como también de los modelos políticos que plantearon alternativas, provocando las crisis históricas de esta institución.

			Para quienes se acerquen por algún motivo a esta institución esencial, esta historia puede ayudarles a comprender los episodios más relevantes de esa trayectoria y lo que ha ocurrido cuando se ha visto quebrada.

			
1. NACIMIENTO DEL PARLAMENTO MEDIEVAL: LAS CORTES DE LEÓN DE 1188

			En la Europa medieval, los reyes solían contar con un séquito de magnates seglares y eclesiásticos que colaboraban en el gobierno del reino e intervenían junto al rey a la hora de dictar leyes (Escudero, 1985: 538). En la primitiva etapa altomedieval, nobles y eclesiásticos monopolizaban esas juntas, que generalmente se conocían bajo la denominación de curias, entre las que cabía distinguir dos tipos: la curia ordinaria y la curia extraordinaria o plena.

			La curia ordinaria evolucionó durante la Baja Edad Media hasta transformarse en el propio Consejo del Rey, mientras que la curia extraordinaria se fue convirtiendo en una asamblea en cierta medida representativa que recibiría en Europa diversos nombres: Estados Generales en Francia y los Países Bajos, Parlamento en Inglaterra, Dietas en Alemania, Cortes en España, etc. (Ib.).

			Las Curias Regias en la sociedad bajomedieval estaban integradas únicamente por dos de los tres estamentos de la sociedad, el nobiliario y el eclesiástico; mientras que el estamento ciudadano o común estaba excluido en una sociedad en la que la burguesía era todavía poco relevante políticamente fuera del ámbito limitado de las villas reconocidas como tales. Fue cuando se fue produciendo la incorporación de los burgueses, al ir creciendo su relevancia social y económica —﻿y ocasionalmente también por el interés de los reyes de contar con ellos para equilibrar en cierta medida el peso de los otros estamentos﻿—, que estas curias regias se convirtieron en juntas representativas del cuerpo social en su conjunto.

			La asistencia de gentes de las ciudades a las curias convocadas por los reyes se produce en Europa occidental entre los siglos XIII y XIV. Si bien en España existe constancia de testimonios más antiguos datados en el siglo XII, lo que convertiría a nuestro país en pionero en este respecto. En este siglo, según autores como Ricardo del Arco, algunos ciudadanos de cinco villas aragonesas debieron asistir en 1164 a una asamblea reunida por el rey Alfonso II (Escudero, 1985: 540). A parte de esta referencia «no del todo segura» —﻿como apunta Escudero﻿—, sí consta que los ciudadanos acudieron a una Curia o Corte leonesa celebrada por Fernando II en 1170.1 Así como que ciertos ciudadanos elegidos por distintas villas estuvieron presentes en 1188 en la asamblea convocada por Alfonso IX en León, donde el monarca se reunió con eclesiásticos, nobles y ciudadanos. De este modo, estas Cortes leonesas constituyen las primeras asambleas de la Europa medieval a las que asisten ciudadanos, en 1170, «e incluso ciudadanos elegidos en 1188» (ib.).2

			Aun cuando no hay unanimidad por parte de los historiadores, un sector mayoritario de la doctrina considera en la actualidad que la antigua Curia Regia leonesa es el precedente institucional más inmediato a las Cortes.3 Y por consiguiente del nacimiento de lo que serían los parlamentos de Europa. En este sentido, en el año 2013, y tras numerosos estudios sobre el origen del parlamentarismo, la UNESCO otorgó a las Cortes de León de 1188 el origen del sistema representativo parlamentario actual.4

			El hecho más trascendente y que distingue a la Curia leonesa del resto de instituciones medievales y la convierte en un antecedente de los parlamentos futuros es la representación en ella de la gente común. Sobre este particular, dos argumentos manifiestan la relevancia de este antecedente y consolidan su importancia y singularidad.

			En primer lugar, desde una perspectiva formal: el triángulo representativo de las Cortes presididas por Alfonso IX estaba formado por vez primera por nobles, obispos y ciudadanos, descritos como «hombres buenos/bonni homines»; se producía así la ampliación social de la Curia Regia, en la medida en que también lo hacía el peso de la burguesía en la sociedad.5

			La ausencia de un diario de esa Curia deja en el aire preguntas sobre por qué y cómo se produjo esta incorporación de los ciudadanos. Al respecto, se plantean dos hipótesis. La primera considera que su presencia respondió a la necesidad del monarca de contar con un apoyo especial para celebrar la primera Curia de su reinado, incorporando para ello a una nueva burguesía o baja nobleza. Una segunda explica de manera mucho más circunstancial la participación del pueblo como resultado de su presencia en los alrededores de la iglesia donde se celebró la Curia. Aprovechando la convocatoria, estas personas presentaron sus propuestas o sus peticiones, y un joven rey, que necesitaba comenzar su reinado con cierta estabilidad, decidió de manera espontánea abrir la puerta a los ciudadanos (De Arvizu, 1988).

			El segundo de los argumentos, desde una vertiente ya material, tiene su principal expresión en el reconocimiento de los distintos roles que se les atribuyen en los Decreta6 resultantes de la Curia: el de consejo relativo a decisiones sobre conflictos militares y acuerdos de paz;7 la función testifical, al incluir a los ciudadanos como un aporte que evidencia la articulación de un procedimiento judicial rudimentario, como se confirma en los Decreta V, IX y XI; y, finalmente, en el Decreta XVII, en el que los ciudadanos son comprometidos, prestando juramento, a proveer consejo al rey, «a fin de mantener la justicia y conservar la paz».

			Las disposiciones de los Decreta son una expresión clara de una concepción limitada y en cierta medida consensuada del poder real, basada en el compromiso expreso del rey de contribuir al cumplimiento de las buenas prácticas mantenidas en el reino por sus predecesores.8 Así, a lo largo del articulado se vela por excluir un uso corrupto o arbitrario de la justicia —﻿una de las notas distintivas de los reyes absolutista posteriores que más peligro y más contestación generaba﻿—, con la garantía del rey de que sólo pruebas precisas y bien fundadas supondrían el inicio de un procedimiento acusatorio9, así como por el respeto por el procedimiento judicial10.

			Del texto se desprende el interés del rey por el respeto de la sociedad hacia los jueces y sus decisiones y la obligación de los oficiales de justicia del gobierno de cumplir fielmente sus deberes11, el refuerzo de la figura de la buena persona como árbitro y testigo en las disputas, la obligatoriedad del uso de sellos en convocatorias o citas, que debían ser respetadas en todas las ciudades, pueblos y regiones del reino y la preocupación por preservar el orden público y la propiedad privada (Seijas, 2015). Asimismo, es significativo el compromiso del rey de no adoptar graves decisiones políticas sin una cierta conformidad popular.12

			Cabe destacar pues que los Decreta de las Cortes de León de 1188 promulgan un texto legal fundamentado en el respeto a las leyes basadas en los usos y las costumbres, a las cautelas procesales y judiciales que salvaguardan a los ciudadanos —﻿nadie podía ser llevado ante los Tribunales si no era por alguna de las causas previstas en los Fueros﻿— y a la propiedad privada —﻿especialmente la inviolabilidad del domicilio﻿—, poniendo de manifiesto un cierto grado de participación conjunta de todos los sectores de la sociedad: rey, nobleza eclesiástica y seglar, y, por primera vez, el pueblo común.

			Esta incorporación de los ciudadanos en las curias regias y parlamentos tempranos se encontrará pronto en otros lugares de Europa. Otro temprano precedente en nuestro país lo constituyó el sistema de Cortes derivado de la foralidad aragonesa, unificada en 1247 en los Fueros Generales de Aragón. Esta foralidad recogía la convocatoria de las Cortes, que en Aragón, y como único caso conocido, llegaron a contar con cuatro brazos, uno más de los tres habituales, donde estaban representadas las ciudades más importantes del reino, además de nobles, clero y caballeros/infanzones. La existencia de estas cortes desarrollaban, en la práctica, la limitación efectiva del poder del monarca para todas aquellas decisiones importantes del Reino, logrando una representatividad social hasta entonces sin precedentes. Su existencia, pese al autoritarismo de los Austria, llegó hasta su disolución por los Borbones en 1707.

			Como señala Escudero, en la Francia del rey San Luis (1226-1270), determinados burgueses de las ciudades fueron ocasionalmente llamados a las reuniones de la curia; y el papa Nicolás IV comunicó a Felipe el Hermoso en 1290 haber recibido a sus enviados: condes, barones y la comunidad del reino. Será finalmente en el año 1302 cuando los burgueses de Francia se incorporan a la asamblea de los Estados Generales.

			Por lo que respecta a Alemania, la curia solemne celebrada en Worms en 1231 es reflejo de este hecho, en tanto en cuanto indica que el monarca «no introducirá innovaciones legislativas ni tributos sin el acuerdo de los sectores más representativos de los distintos lugares». La presencia de estos sectores en las Dietas alemanas se produce en fechas posteriores; así en la multitudinaria curia celebrada en Nuremberg en 1294 no asisten representantes de las ciudades.

			En Inglaterra, la presencia de los ciudadanos en las asambleas se produce en la primera mitad del siglo XIII. Una fecha clave es 1215, año en que se data la Carta libertatis o Carta Magna. Es igualmente importante destacar la fecha de 1258, cuando tuvieron lugar las Provisiones de Oxford, símbolo del triunfo nobiliario frente a Enrique III. No obstante, para una apropiada institucionalización del Parlamento inglés en base a la representación ciudadana habrá que esperar al año 1275 o quizás 1295 (Escudero, 1985: 540), cuando se reunió el que se ha considerado como el parlamento modelo (Stubbs: 2012), como veremos más adelante.

			El precedente de estos parlamentos medievales lo es asimismo del hecho fundamental de que este protagonismo de la asamblea así como su carácter protorrepresentativo va unido al reconocimiento de ciertos principios de justicia, garantías procesales y respeto de instituciones de la sociedad que representan un antecedente de las que con el tiempo tomarán la forma de declaraciones de derechos y libertades en documentos más modernos como el Bill of Rights inglés o las declaraciones francesas o americana, y finalmente en los procesos constituyentes contemporáneos de los diferentes países europeos.

			Estamos por tanto muy lejos de la concepción voluntarista y libérrima hasta la arbitrariedad del ejercicio del poder hacia el que evolucionaron las monarquías al configuararse los estados nacionales europeos; que precisamente por ello verán en los parlamentos una limitación, un poder confrontado al suyo, al que deberán sortear, minimizar o eliminar.

			
2. LA FORMACIÓN DE LOS ESTADOS NACIONALES Y EL OCASO DEL PARLAMENTO: EL ABSOLUTISMO MONÁRQUICO

			El proceso de formación de los Estados nacionales, iniciado a finales de la Edad Media, se vio reforzado de forma definitiva en los siglos XV, XVI y XVII. La Paz de Westfalia, en 1648, puede considerarse como la del establecimiento de este mapa moderno de los estados nacionales en gran parte de Europa, aunque todavía habría muchos ajustes posteriores y algunos estados, como Alemania e Italia, tendrían que esperar todavía al siglo XIX e incluso al XX. Este proceso se articuló en torno a la figura de los monarcas, que habían ido ganando peso a finales de la Edad Media pero que aún lo harían más en este período hasta dar forma a las monarquías absolutas dominantes durante estos siglos.

			Estos monarcas emergieron de los conflictos dentro y entre las grandes familias nobiliares que aspiraban a esa posición de dominio en diferentes partes de Europa. Al hacerlo se dejaba atrás el primitivo modelo medieval del rey electo o primus inter pares que, en una posición de relativa igualdad con el resto de los grandes nobles, se limitaba a impartir justicia y resolver pleitos, liderando los ejércitos en las ocasiones en que cooperaban. Se pasaba ahora a monarquías hereditarias, basadas en el predominio logrado por unas de esas familias nobiliares, dando paso a casas dinásticas —﻿acentuando así su dominio patrimonial y hereditario﻿—: Trastámara en Castilla, Valois en Francia, Tudor y Estuardo en Inglaterra, Borbón en Navarra, luego en Francia y más tarde en España, Oldenburgo en Dinamarca-Noruega, Vasa en Suecia, Romanov en Rusia, o Habsburgo —los Austria en España﻿— con su dominio en diferentes partes de Europa.

			Este proceso de formación de los estados nacionales fue muy variado, con infinidad de variables regionales y muchos factores concurrentes: geopolíticos, económicos, tradiciones locales y estructuras políticas previas, etc.; incluso, al pivotar en torno a familias, sus respectivos avatares: matrimonios, hijos fallecidos o no tenidos, talantes personales, actitudes religiosas, etc. Pero también cabe señalar algunos elementos comunes, que en su mayoría concurrieron a que los parlamentos medievales dejarán de ser relevantes y cumplir sus funciones, siendo postergados, dejando de ser convocados o siendo disueltos, dejando el protagonismo de este período en manos casi exclusivas de los monarcas, que se hicieron así absolutos.

			
2.1. LA CENTRALIZACIÓN TERRITORIAL Y POLÍTICA


			El refuerzo de las monarquías se llevó a cabo mediante un proceso en el que por matrimonio, eliminación de sus rivales o conquista fueron sumando nuevos territorios a sus dominios. Este proceso daba forma a nuevas unidades políticas que, al ampliarse, dejaban atrás las estructuras político-territoriales previamente existentes, dando forma así a los estados nacionales emergentes. Aunque algunas funciones políticas de estas instituciones previas sobrevivieron cierto tiempo a nivel más local, la concentración de poder en el centro de la nueva unidad política las iba dejando desfasadas y muy limitadas en su alcance y función. A su vez, allí donde la nueva unidad política no se correspondía con una unidad territorial previamente existente —﻿por ejemplo, al ser la unión de varias, como en el caso de España﻿—, se formalizaba en torno al papel de la monarquía sin contar apenas con contrapoderes institucionales previos que lo limitasen.

			Así, entre los siglos XV y XVIII, la construcción de los estados nacionales fue estrechamente unido al proceso por el que las monarquías reinantes iban neutralizando los poderes institucionales y regionales internos que podían limitar su poder. Por un lado, la nobleza, integrándola en la corte —﻿y sometiéndola a su juego, dominado por el monarca﻿— y dejando a la más renuente en sus dominios locales sin apenas funciones ni protagonismo más allá de estos. Y más adelante creando una nueva nobleza —﻿de toga y militar, frente a la antigua de sangre﻿— como contraprestación a los servicios prestados al monarca y sujeta por tanto a su beneplácito.

			Por otro, parlamentos y asambleas, dejándolos limitados, como la nobleza local, a sus territorios, incapaces de tener protagonismo o influir en la política naciente. Y, donde eran más relevantes, mediante el uso de la prerrogativa regia de convocar los parlamentos, dilatando en el tiempo sus convocatorias para cuando la ocasión les era favorable o cuando ya no quedaba otro remedio. Y si la reunión no iba como se preveía, quedaba también en manos del monarca detener y encarcelar a los parlamentarios díscolos o disolver el parlamento.

			Así, en el nuevo modelo monárquico del poder político se produjo un cambio en los flujos de poder. En la Edad Media estos tendían a ir de la periferia hacia el centro, bien por la elección o el reconocimiento de lealtad de la nobleza territorial hacia el rey; bien por el envío a los parlamentos y asambleas de representantes que actuaban como mandatarios de los dignatarios locales. Ahora el flujo de poder se invertiría: progresivamente los monarcas fueron creando un cuerpo de oficiales públicos, judiciales, financieros, militares, que trasladaban el poder político del centro a la periferia. El consejo real pasaría de ser un núcleo de nobles con dignidad para formar parte de él a cada vez un cuerpo de elegidos por el monarca por su capacidad, lealtad, servicio, etc. Este núcleo cercano iría dando forma a un cierto gobierno ministerial formado por los secretarios del rey, más adelante secretarios de Estado. Este gobierno contaba con visitadores o emisarios que se desplazaban a la periferia para trasladar las leyes y decisiones del monarca, y supervisar su ejecución; que a su vez evolucionarían hacia funcionarios y gobernadores radicados de forma estable en estos lugares y cuya función era replicar y hacer efectivo el poder central.13 Paralelamente, los parlamentos y asambleas fueron pasando a ser instituciones limitadas a recepcionar, replicar y dar legitimidad local o institucional a lo establecido en el centro por la corona, junto con algunas funciones administrativas y judiciales residuales.

			Este progresivo ninguneo de los poderes locales e internos del reino estuvo a menudo jalonado de episodios violentos a través de los cuales los monarcas iban reforzando su poder. Un ejemplo representativo de estos enfrentamientos fueron las guerras de la Fronda (1648-1653), el levantamiento, primero del Parlamento de París y después de la nobleza provincial y alguna asamblea territorial, aprovechando la minoría de edad de Luis XIV, en un último intento por defender su independencia frente a la creciente concentración de poder de la monarquía, acentuada bajo los gobiernos de los cardenales Richelieu y Mazarino. La monarquía salió triunfante, lo que explica la célebre frase atribuida al Rey Sol al comparecer dos años después, en 1655, con 16 años, ante un Parlamento de París ya sometido frente al que se dice habría afirmado «L’État, c’est moi», en una sesión en la que se aprobó un importante incremento de los impuestos.14

			Uno de los países más afectados por este proceso de centralización territorial y política fue España. Su historia particular hizo que ninguno de los antiguos parlamentos que, como hemos visto, habían sido pioneros en su formación y en la presencia de los comunes, tanto en León como en Aragón, coincidiera con la unidad naciente del Estado español. Así, el país que había visto nacer los primeros parlamentos fue también el primero en verlos reducidos a poco o nada.

			Este proceso había comenzado con la unificación de Castilla y se prolongaría con la unión por matrimonio de Isabel y Fernando, dejando en segundo plano de esta nueva unidad territorial los parlamentos de Castilla y los diferentes reinos de Aragón (Cataluña, Valencia y Aragón) (Lynch, 2007: 34 y ss.). La llegada de Carlos I al trono, sumando los territorios del Imperio y los intereses patrimoniales de la casa Habsburgo, terminó de desacoplar los parlamentos preexistentes y el nuevo marco político de gobierno monárquico e imperial. Carlos V para gobernar sus diferentes territorios no contó con la participación de los parlamentos y asambleas locales, sino que prefirió el método de las Juntas o Consejos que ya habían puesto en marcha los Reyes Católicos; correspondientes aproximadamente a los diferentes reinos/territorios del Imperio; y también temáticos, siendo los más importantes el de la Inquisición —﻿en parte por su unificación penal de todos los territorios y por el peso de la religión en la nueva unidad política﻿— y el de Hacienda, por los impuestos. Estos Consejos estaban inicialmente formados por dignatarios locales, nobles de Castilla y familiares de los Augsburgo, pero cada vez más por expertos, funcionarios y juristas elegidos por el monarca y leales al mismo (ib.: 145 y ss.). Aunque útiles para dirigir un Imperio tan amplio y heterogéneo, y para hacerles llegar y replicar las decisiones del monarca, la pérdida de protagonismo y voz local comenzó pronto a generar conflictos. Como la guerra de las Comunidades (1520-1522) —﻿llamadas así por el protagonismo de los comuneros, los comunes﻿— en Castilla o la rebelión de las Germanías (1519-1523) en los reinos de Valencia y Mallorca.

			El traslado de la capital a Madrid por Felipe II, en 1560, continuó el desacoplamiento entre los antiguos parlamentos y el nuevo centro de poder, que pasó a ser denominado como la Villa y Corte, es decir el sitio de la Corte del monarca y «lugar de ejercicio de los ministeria política del soberano». Este predominio de la Corte con sede en Madrid y su forma particularista, hermética y centralista de ejercer el poder, que con los Austrias menores derivó aún más en luchas de poder, camarillas, rencillas, secretismo, delaciones, corruptelas, etc., para ganarse y mantener la preferencia del rey —﻿o de la reina, los confesores o los validos﻿—, marcaría la progresiva decadencia de España y dejaría una huella profunda en la idiosincrasia política de nuestro país.

			En los antiguos reinos de Aragón se mantuvo más viva y vigente la actividad de sus parlamentos y otras instituciones de autogobierno, al menos durante los Austrias, más centrados en Castilla y en sus dominios extrapeninsulares. Pese a ello, las fricciones entre el poder central y estas instituciones de autogobierno regional continuaron con revueltas ocasionales, como la guerra dels Segadors en Cataluña durante la década de 1640.

			La muerte sin descendencia del último de los Austrias, Carlos II, supuso, tras la guerra de Sucesión (1701-1705), la entrada en la monarquía española de los Borbones con Felipe V, quien debía ser jurado como rey por todos los reinos. La Corona de Aragón le negó obediencia y tuvo que someterla por la fuerza. Desde ese momento, Felipe V fue rey en ella no por derecho sucesorio, sino por conquista, y en consecuencia pudo regirla a su arbitrio, suprimiendo su autonomía y su organización política (García-Gallo, 1964).

			Sus decretos de Nueva Planta (1707-1716) supusieron la culminación del proceso de unificación y centralización peninsular, con la abolición definitiva de los fueros, el derecho formal, las cortes y otros órganos de autogobierno de los antiguos reinos de Aragón; y lo poco que sobrevivía de todo ello en Castilla.15 Los decretos de Nueva Planta suprimieron el derecho público y también privado de Aragón, Cataluña, Valencia y Mallorca, extendiendo el Derecho de Castilla. Incluso donde se respetaron los antiguos fueros por haber apoyado al nuevo rey, se desarrolló un proceso de centralización administrativa, a través de la introducción de los secretarios de despacho, de las audiencias y los intendentes (Varela Suanzes-Carpegna, 2012). Los Borbones culminaban así el proceso institucional de establecimiento de una monarquía centralizada que de facto había venido siendo dominante durante dos siglos y aún lo sería más.

			Las Cortes de Castilla, sitas en Madrid, asumieron el papel de cortes nacionales pasando a ser las Cortes Generales del Reino. Sin embargo, sólo se reunieron en unas cuantas ocasiones a lo largo de todo el siglo XVIII, sin ejercer potestad legislativa alguna, pues ésta recaía en el rey, que la ejercía a través del Consejo Real, órgano mediante el cual el monarca, además de legislar, dirigía también la Administración e impartía justicia. De este modo, la construcción de la unidad de la nación española, como en la mayor parte de Europa, supuso el ocaso de sus parlamentos y su desaparición práctica por inutilidad y falta de convocatorias.

			
2.2. LA FUERZA, EL PODER Y LA LEGITIMIDAD


			El proceso de formación de los estados nacionales y las monarquías centralizadas estuvo basado en buena medida en el ejercicio de la fuerza. Por un lado, la fuerza para eliminar los obstáculos internos a dicho poder dentro del propio territorio, como otras familias nobles con aspiraciones a la corona, nobles territoriales con su tradición de autonomía y poder local, las clases populares por la afectación a sus tradiciones, los órganos representativos regionales y quienes los integraban, etc. Este proceso de concentración del poder mediante el uso de la fuerza se vio reforzado por los cambios en la tecnología militar sobre todo a partir de los siglos XV y XVI. El uso de la pólvora y las nuevas armas —﻿artillería y armas de fuego individuales﻿— fueron dejando atrás los ejércitos nobiliarios y el papel de los caballeros —﻿a los que un soldado de infantería podía eliminar ahora con un disparo﻿— y favoreciendo la formación de fuerzas y ejércitos reales, que ya no dependían de las lealtades de los nobles —﻿ni de sus castillos locales﻿— sino de levas y mercenarios, y de nuevas fortalezas en lugares estratégicos para el estado naciente, ciudades y puertos.16 Este proceso de monopolización de la violencia se reforzó así en su propia capacidad para imponer orden en el territorio bajo su dominio.

			Las familias reinantes tenían un sentido patrimonial del poder que las llevó pronto a competir no sólo por asegurar sus posesiones, sino por ampliarlas y abarcar más dominios. Esta lógica expansionista pasaría a caracterizar la política de los estados nacionales emergentes. De este modo, desde principios del siglo XVI se fueron haciendo cada vez más frecuentes y comunes los enfrentamientos y rivalidades entre familias primero, entre monarcas y estados después, llenando de sangre Europa en el conocido como siglo de hierro, entre 1500 y 1660, y más allá; a lo que pronto se sumarían los conflictos religiosos.

			Este ejercicio más o menos permanente de la violencia, tanto hacia dentro como hacia fuera del reino, dejo obviamente muy atrás la figura del monarca como pater familias guiado en su gobieno por el cuidado y bienestar de su pueblo. Se hacía necesario por tanto encontrar nuevas formas de legitimación que justificaran este nuevo ejercicio del poder.

			Razón de Estado

			La primera de estas doctrinas fue la razón de Estado, surgida en la Italia del siglo XVI como desarrollo de las tesis de Maquiavelo y en el contexto de las constantes luchas de poder en la península itálica. En cierta medida su obra El Príncipe, escrita en 1513, era una versión de la tradición de los speculum principis —﻿libros de educación y consejo de los príncipes﻿— ajustada al nuevo contexto de lucha por el poder a cualquier precio. Se trataba de recomendaciones para el príncipe nuevo, que tenía que ganarse y asegurarse el poder a diferencia del príncipe antiguo, que tenía su legitimidad fundada en la sangre, la herencia y la veneración del pueblo. Y para ello valía cualquier recurso, como el temor fundado en su uso de la astucia y la fuerza. Tratadistas italianos desarrollaron el planteamiento de Maquiavelo en las décadas centrales del siglo XVI, en el marco de la lucha de poder interna y el enfrentamiento añadido de Carlos V y Francisco I por el dominio en la península itálica.

			La razón de Estado nutrió así los primeros tratados de formulación de la ciencia política naciente, a lo largo del siglo XVI, acerca de la conducta que debía seguir quien ostentase el poder para asegurar y acrecentar su dominio.17 El término se tomó de la obra del jesuita Giovanni Botero, de 1589, Della Ragion di Stato. Significativamente, Felipe II mandó a Antonio de Herrera traducir la obra apenas dos años después de su publicación, quien en su dedicatoria a «V. Magestad» escribía que al hacer este encargo había mostrado «como en todo lo demás su prudentísimo juicio, pues que para el Príncipe nuestro señor será este libro de mucho fruto».

			La razón de Estado solía hacerse eco de la doctrina tradicional, originada en Tácito, de los arcana imperii —﻿ahora también arcana majestatis—, según la cual los designios y razones del poder sólo se mostraban claros y pertinentes a quien lo ostentaba, quedando el resto en la ignorancia, incapaces de conocerlos y mucho más de cuestionarlos.18 De este modo, el poder quedaba legitimado a usar cualquier medio, y si estos parecían violentos o malvados, sin razón o sentido, era sólo porque —﻿como en el caso de la Providencia divina﻿— no se alcanzaban a ver ni comprender su designio último, siempre justificado. Particularmente útiles a este planteamiento eran por tanto los medios del fingimiento y el disimulo con los más allegados al poder —﻿la corte, para mantenerlos así en dependencia y miedo continuo del monarca y su favor﻿—19; y el secreto y el ocultamiento respecto a los demás, los enemigos externos pero también el propio pueblo, al que únicamente se mostraba la grandeza escénica del poder. Un planteamiento muy querido de los autores del barroco español, y que pasó así a estar unido al ejercicio del poder en España, como lo presentaba uno de sus exponentes, Saavedra Fajardo en la 44.ª de sus Empresas políticas: «ocultos han de ser los consejos y desinios de los príncipes. Nadie ha de alcanzar adónde van encaminados, procurando imitar a aquel Gobernador de lo criado, cuyos pasos no hay quien pueda entender. (…) Aun en las cosas ligeras o muy distantes es dañosa la publicidad, porque dan ocasión al discurso para rastreallas» (Saavedra Fajardo, [1640] 1988: 281 y 282).

			Ciertamente la religión ponía límites morales al ejercicio de esta razón de Estado, pero al mismo tiempo se dejaba en manos del monarca su juicio, con lo que difícilmente se le podía limitar a la postre. En otra de sus Empresas —﻿la 41.ª, bastante singular en el pensamiento de su época﻿— Saavedra Fajardo señala con claridad el riesgo del poder en convertirse en absoluto pero el único límite a ese poder que puede proponer es que el príncipe sea modesto y se conozca bien a sí mismo:

			Persuade también la ambición desordenada [del príncipe] el oprimir la libertad del pueblo, abajar la nobleza, deshacer los poderosos y reducirlo todo a la autoridad Real, juzgando que entonces estará más segura, cuando fuere absoluta y estuviere más reducido el pueblo a la servidumbre; (…). La modestia es la que conserva los imperios, teniendo el príncipe tan corregida su ambición que mantenga dentro de los límites de la razón la potestad de su dignidad, el grado de la nobleza y la libertad del pueblo (…). El remedio consiste en el conocimiento, entrando el príncipe dentro de sí mismo. (Ib.: 266)

			Soberanía

			La siguiente doctrina que sirvió para legitimar el ejercicio de la monarquía fue la de la soberanía, desarrollada en Francia por los políticos, tradición de pensamiento político de la segunda mitad del siglo XVI formada por autores de formación jurídica; y destacadamente por Jean Bodino en su obra Los seis libros de la República (1576). El contexto ahora eran los conflictos civiles y los enfrentamientos religiosos a raíz de la Reforma entre católicos y calvinistas franceses, los hugonotes. La soberanía ya no será tanto una propuesta de estrategia para la expansión y aseguramiento de los dominios cuanto una nota sustantiva del poder central, su superioridad incontestable en su marco territorial, encarnado en el soberano. Es por ello que no descansa sólo en el ejercicio más o menos recurrente de la fuerza ni puede basarse en el secreto, sino que debe sustanciarse principalmente en la capacidad de ordenar unificadamente la vida civil de todos los súbditos, eliminando sus diferencias y particularidades.

			Y esto correspondía hacerlo antes que nada al derecho, que será la forma de ejercer este poder central, sustituyendo las normativas locales previas existentes y sus fuentes de legitimidad por la potestad única del poder central de imponer normas generales, no pudiendo por tanto estar sometido ni limitado por ningún otro poder. El atributo primario del soberano pasa a ser así su capacidad de emitir leyes por voluntad propia, tal y como define la soberanía Bodino: «el poder supremo sobre ciudadanos y súbditos, no sometido a las leyes», precisamente por ser el soberano la única fuente de estas.

			Aunque Bodino no entendía este poder en la práctica como un ejercicio absoluto y arbitario —﻿al fin y al cabo uno de los fines que buscaba es que fuera capaz de imponer la tolerancia o el orden entre los diferentes grupos religiosos﻿—, lo cierto es que no dejaba mucho límite efectivo al mismo. En su obra nada queda de las antiguas asambleas y cuando habla del Senado lo entiende más bien como el consejo privado del soberano, del que además puede prescindir cuando lo estime:

			El senado es la asamblea legítima de los consejeros de estado para dar consejo a quienes detentan el poder soberano en la república (…). Por supuesto, la república puede existir sin senado; el príncipe puede ser tan sabio y prudente que no encuentre mejor consejo que el suyo, o por desconfiar de todos, no tome consejo ni de los suyos, ni de los extranjeros (Bodino, [1576] 1985: 117)

			Si bien el concepto de soberanía sirvió inicialmente para centralizar y reforzar el poder de los monarcas, pasando a ser una nota distintiva más de los mismos, lo cierto es que conllevaba en el fondo dos supuestos fundamentales que con el tiempo favorecerían dotar de una forma política diferente a la soberanía. Para empezar, al basarse su nota principal en la emisión de normas, se servía de un instrumento, el derecho, que acabaría determinando en gran medida el ejercicio del poder y parte de sus límites. En efecto, a diferencia de la espada —﻿que no predetermina su forma de uso﻿— el derecho está condicionado por las notas estructurales de su validez, como permanencia,20 publicidad, no retroactividad, universalidad; e incluso su sujeción última al derecho de gentes o natural en la tradición cristiana. Estos rasgos fueron depurándose y ganando peso con las obras de los iusnaturalistas a lo largo de la primera modernidad. De este modo, la soberanía como nota distintiva del poder central del estado se mantendría, pero los rasgos y requisitos propios del derecho emergerían progresivamente como uno de los límites del poder, contribuyendo a dar forma después de un par de siglos de evolución al Estado de derecho.

			Por otra parte, volviendo a la nota de la emisión centralizada de normas, aunque inicialmente se vinculara con el monarca reinante, esto no era tanto una identificación necesaria como circunstancial, asociada al papel que estaban jugado entonces en Europa en la construcción de los estados nacionales soberanos. Sería otro campeón de la soberanía, Hobbes, quien recalcaría más este punto —﻿partiendo de una teoría contractual del poder político, y seguramente influido por los recientes sucesos de su país: su obra de referencia, Leviátan (1651), se publicó estando Cromwell en el poder y fue más tarde acusado de querer ganar con ella su aprobación﻿—. El supuesto clave de la soberanía era el monopolio de la generación e imposición de normas al conjunto de la sociedad como forma de garantizar el orden y la seguridad, pero esto no comprometía con una forma política determinada, que podía ser tanto un órgano unipersonal como una asamblea. En el contexto de su tiempo, Hobbes fue pronto situado entre los defensores del poder absoluto de los monarcas, pero su obra podía servir igualmente de justificación al ejercicio de la soberanía por parte de un cuerpo legislativo encargado precisamente de dicha función legislativa fundamental, es decir de un parlamento, tal y como iba a ocurrir en Inglaterra apenas una generación después de publicada su obra.

			Derecho divino de los reyes

			La última doctrina de legitimación del poder absoluto, esta vez netamente al servicio de los monarcas reinantes, fue la del derecho divino de los reyes. En un contexto donde la religión seguía siendo el principal referente vital de las personas, esta fue utilizada por las monarquías, tanto católicas como protestantes, como un recurso legitimador de su poder. Fue así común añadir a las justificaciones de su corona el tenerla por la gracia e incluso por la voluntad divinas.21 Fue en el ámbito protestante —﻿donde la figura del Papa no dificultaba este planteamiento﻿— donde adquirió su forma más plena: el monarca lo era por voluntad de Dios; de modo que la voluntad real, cualquiera que fuese, quedaba avalada por aquella, sin que nadie pudiera alcanzar a cuestionarla. Así lo resumía la fórmula A Deo rex, a rege lex usada por uno de sus principales formuladores, Jacobo I, rey de Inglaterra y Escocia a comienzos del siglo XVII: de Dios proviene el rey, y del rey la ley. Así, el principio de legitimidad del poder del rey, en línea descendente, provenía de Dios y a través del monarca se ejercía sobre sus súbditos. De este modo, Dios era el único ante quien el monarca debía rendir cuentas de sus actos.

			La doctrina del derecho divino de los reyes sirvió así como la más popular forma de legitimación —﻿a diferencia de las anteriores, más restringidas al escaso público lector de la época﻿— del poder monárquico, de su majestad y grandeza cuasidivinas, y de su ejercicio libérrimo e incontestable del poder. Pero la instrumentalización de la religión tenía sus contrapartidas. Para empezar fue unida al uso de la fuerza para explusar o someter a los creyentes de otras religiones y facilitar la homogeneidad del pueblo en este plano clave de la existencia.22 Este uso de la fuerza para lograr la uniformidad religiosa iba unido a sus expresiones más habituales entonces, que se harían comunes durante los siglos XVI y XVII en toda Europa: prohibición de expresiones religiosas diferentes, persecución, tortura procesal o penal, confiscación de propiedades y muerte, por lo común en la hoguera. De modo que la legitimidad ganada por una parte se perdía al mismo tiempo por otra.

			Por otra parte, en un tiempo en el que otras causas de movilización popular no tenían suficiente fuerza —﻿como la libertad política o los derechos sociales, que tendrían que esperar a la Francia de 1789 y las revoluciones del XIX y XX—, fue precisamente la defensa de la libertad religiosa la que llevó a oponerse al ejercicio absolutista del poder monárquico. Donde estaba en juego la vida eterna, el poder terrenal, por terrible que pudiera ser, quedaba en poco. Y al igual que la represión religiosa había ido unida a la supresión de ciertas libertades, ahora, a la inversa, la defensa de esa libertad iba a ir unida a la proclamación y salvaguardia de determinados derechos sin los que aquella no podía ejercerse: integridad física y vida, libertades de culto, imprenta, reunión, etc. Algo que tuvo su primera expresión en los dos territorios que antes pasaron página del período de las monarquías absolutas y adoptaron la tolerancia como forma de convivencia pacífica: las Provincias Unidas de los Países Bajos —﻿con su independencia en 1648 de la monarquía católica hispánica﻿— e Inglaterra, gracias a la victoria del parlamento sobre la monarquía absolutista en 1689; iniciando en ambos casos una senda de paz interna, prosperidad y progreso que serviría de modelo para el resto de Europa.

			El fin de una época y el progresivo retorno del parlamento

			De esta forma, el nacimiento de los modernos estados nacionales europeos fue unido en la primera modernidad a la formación de un poder soberano encarnado en la monarquía absoluta que centralizó el ejercicio del poder, y monopolizó el uso de la fuerza, la emisión centralizada de normas y otras funciones adicionales como la impartición de justicia y la recaudación de impuestos. En este período este poder adoptó la forma de una monarquía hereditaria ejercida de forma absolutista. Este proceso difuminó el papel, la función y a menudo la propia existencia de los parlamentos, cortes o asambleas medievales que habían actuado como un límite representativo frente al poder real al final de la Alta Edad Media.

			En el momento álgido de este poder monárquico absoluto, Montesquieu, consejero del Parlamento de Burdeos, escribía anónimamente sobre estas ruinas de los parlamentos:

			Parécense los parlamentos a aquellas ruinas que hollamos bajo las plantas, pero que nos recuerdan la idea de algún célebre templo. La administración de la justicia [local] es casi la única función que ahora desempeñan, y es siempre flaco su poder hasta que una coyuntura impensada les restituye vigor y vida. Estos vastos cuerpos han seguido la vicisitud de las cosas humanas rindiéndose al tiempo que todo lo destruye, a la corrupción de costumbres que todo lo ha enflaquecido, a la postestad soberana que todo lo ha derribado. (Montesquieu, [1721] 1989: 154)

			Precisamente en 1789 se produjo una de estas coyunturas impensadas que les restituye vigor y vida a las asambleas. Debido a una grave crisis presupuestaria, financiera y de abastecimientos en Francia, Luis XVI se vio forzado a convocar los Estados Generales —﻿integrados por los tres estados﻿— que llevaban sin convocarse desde 1614. A nivel popular había un enorme descontento y se hacía responsables de la crisis a la vida dilapidada de la Corte y particularmente a la reina austríaca María Cristina. La convocatoria desataría un proceso que condujo con rapidez inusitada a la formación unos meses después de una asamblea nacional única —﻿ya sin división entre estados y con mayoría popular﻿— y a una Asamblea Constituyente que aprobaría una nueva Constitución, que ponía fin a los privilegios del antiguo régimen; así como también a la aprobación ese mismo año de la primera Declaración de los Derechos del Hombre y el del Ciudadano. Concluida la fase constituyente, la dinámica revolucionaria continuaría con una nueva Asamblea Legislativa en 1791 y su transformación un año después en la Convención Nacional. Fue esta última la que llevó a cabo el juicio y condena a muerte de Luis XVI, guillotinado en 1793 en la Plaza de la Revolución.

			La noticia llegó pronto al resto de las casas reinantes de Europa, que percibieron la amenaza sobre lo que iría siendo conocido ya como Antiguo Régimen, cuyo mismo nombre delataba su desajuste con los nuevos tiempos.23 En España sería poco más tarde el vacío de poder creado por la invasión napoleónica el que facilitaría la convocatoria, inspirada por los acontecimientos franceses, de las Cortes constituyentes en Cádiz en 1810. A ellas acudirían representantes de todos los territorios españoles peninsulares y de ultramar para aprobar un hito de nuestra historia —﻿y también de Europa y la América hispánica﻿—: nuestra primera Constitución, promulgada en Cádiz el 19 de marzo de 1812 —﻿conocida como La Pepa por ese día﻿— que, manteniendo el régimen monárquico, aunque limitado y sustituida su legitimidad divina por la constitucional, terminaba con buena parte del orden institucional del Antiguo Régimen y consagraba un nuevo régimen constitucional con ciertas libertades básicas, en el que los ciudadanos eran por vez primera titulares de la soberanía nacional. La Constitución creaba igualmente nuestro primer parlamento contemporáneo, las Cortes, con una única cámara si bien elegida por sufragio indirecto y con el requisito para los candidatos de poseer cierta renta mínima (Escudero, 1985: 537; Diaz Revorio, 2014: 37).

			Aunque aún minoritaria en un país dominado política, cultural y sobre todo religiosamente por el conservadurismo más tradicionalista,24 la convocatoria de las Cortes de Cádiz supuso una enorme alegría para aquellos liberales que veían en ello la posibilidad de que España avanzara por fin en la modernidad y saliera de su marasmo y su atraso, siendo capaz además de recuperar su tradición parlamentaria perdida largo tiempo ha.25 Así lo expresaba Jovellanos en su Memoria en defensa de la Junta Central de 1811, escrita en defensa de la convocatoria de las Cortes frente a sus muchos detractores:

			Por fin, la nación española se va a juntar en cortes. El real decreto que las anuncia para el próximo agosto se lee ya con entusiasmo en todas partes. A su voz, las juntas electorales se congregan en las parroquias, en las villas y en las capitales para nombrar sus diputados. (…) Al contemplar esta gran idea, mi corazón salta en el pecho de alegría, viendo acercarse el momento que tan ardientemente había deseado. (cit. en López Alonso y Elorza, 1989: 233)

			Sin embargo, la batalla del parlamentarismo no estaba ni mucho menos ganada. El siglo y medio siguiente España se debatirá una y otra vez —﻿entre levantamientos, golpes militares y guerra civiles llenos de violencia y víctimas﻿— entre períodos liberales, con nuevas constituciones, avances del parlamentarismo y las libertades, y protagonismo de las Cortes; y períodos retrógrados en los que los defensores del Antiguo Régimen daban marcha atrás con sus opresiones y censuras de todo tipo, procurando eliminar cualquiera de estos avances constitucionales y del parlamentarismo liberal.26 Aunque esta secuencia de avances y retrocesos entre liberalismo y Antiguo Régimen, entre parlamentarismo y dictaduras, se dio en otros lugares de Europa —﻿incluida Francia﻿—, en el caso de España se prolongó también durante el siglo XX con la dictadura franquista, cuyas Cortes eran representativas del régimen y no del pueblo. España tuvo que esperar un siglo más —﻿a la muerte del dictador Franco y la aprobación de la nueva Constitución en 1978﻿— para incorporarse por fin al elenco de países democráticos, caracterizados por disponer de un régimen constitucional parlamentario basado en el sufragio universal.

			En todo caso, si la llama de la libertad, aunque titubeante, pudo volver a prender a finales del siglo XVIII, tras varios siglos de gobiernos monárquicos absolutos que habían dejado los parlamentos reducidos a ruinas, es porque esa llama se había mantenido viva al menos en un lugar de Europa.

			
3. LA EXCEPCIONALIDAD INGLESA: DEL PARLAMENTO MEDIEVAL AL PARLAMENTO LIBERAL

			Inglaterra fue el país de Europa donde se mantuvo viva e incluso cada vez más fuerte la institución medieval del Parlamento. Allí la institución parlamentaria no sólo se mantuvo vigente, sino que, al hilo de las transformaciones sociales, religiosas y económicas de la modernidad, también evolucionó desde el parlamento medieval al moderno, configurando un modelo de éxito del parlamentarismo que después se expandiría por Europa y otras zonas del mundo.

			Es imposible señalar una causa única de esta excepcionalidad. Los fenómenos políticos dependieron de cambios históricos a largo plazo, como las transformaciones económicas y sociales ligadas a la expansión de la economía monetarizada, con un protagonismo creciente de la clase emprendedora; o la Reforma protestante y su difusión de la alfabetización. Pero también de factores circunstanciales o particulares que no permiten su generalización y que sin embargo marcaron la evolución de los acontecimientos y su desenlace; como el carácter de los reyes —﻿como Enrique VIII o Carlos I﻿— o su muerte sin descendencia legítima —﻿como Isabel I o Carlos II﻿—.

			Y hay otros factores que, aunque aparentemente más alejados del plano político, pudieron jugar un papel relevante. En el caso del parlamentarismo, uno de estos factores pudo ser la geografía física y humana de Inglaterra. Primero, su insularidad, que pudo favorecer cierta autonomía en su evolución política, en parte porque su riesgo de guerras fronterizas —﻿salvo con Escocia﻿— era menor. Comparado con Francia y España, Inglaterra era un país pequeño: 130.000 km2, a los que se sumarían pronto los 21.000 de Gales. Contaba con una población pequeña, pero con cierta densidad de población rural y sobre todo distribuida de manera bastante uniforme por el territorio.27 Tenía por tanto una distribución bastante equilibrada de la población y consiguientemente del poder territorial. La orografía no planteaba barreras físicas especialmente relevantes. Y contaba además con un buen número de ríos navegables que abarcaban prácticamente todo el territorio y facilitaban el comercio, las comunicaciones y los desplazamientos; a lo que se sumaban buen número de puertos costeros. En una época donde la orografía, las distancias y las comunicaciones eran factores determinantes de las empresas políticas, Inglaterra contaba con factores favorables al equilibrio representativo territorial y local. También resultaba mucho más fácil acudir al Parlamento, facilitando y haciendo más concurridas sus reuniones; así como también la difusión por todo el país de noticias que pudieran afectarle o resultarán de su actividad. Finalmente, contó siempre con un único Parlamento que no se vio puesto en cuestión ni sobrepasado por cambios dinásticos o ampliaciones de su territorio.28 Pero de poco hubieran servido estas ventajas de partida sin el desarrollo concreto de los acontecimientos históricos que siguieron.

			
3.1. DE LA CARTA MAGNA A LOS TUDOR


			Y estos comienzan con la invasión normanda de Guillermo el Conquistador en 1066, que repartió las tierras entre sus nobles acompañantes; contaba para su Gobierno, como era habitual entre los reyes de la época, con un consejo formado por nobles y eclesiásticos. Las tensiones entre el poder del rey y el de los nobles crecieron en el siglo siguiente y llevaron finalmente en 1215 al primer gran hito de esta historia: la Magna Carta Libertatum —﻿Gran Carta de Libertades﻿—, conocida como la Carta Magna. Esta limitaba los poderes del rey, estableciendo garantías frente a las detenciones arbitrarias y para el acceso inmediato a la justicia; y limitando la capacidad real de imponer tributos que no hubieran sido aprobados previamente. El documento incluía otros privilegios de los nobles e incluso alguno también de los hombres libres, ciudadanos que no eran de sangre noble. Y, a diferencia de otros documentos europeos similares, de por sí muy escasos, establecía también un consejo para evaluar su cumplimiento.

			Los nobles exigieron la asunción la Carta Magna por el rey, a lo que Juan I se negó; pero ya no su sucesor, Enrique III, que la aceptó para garantizar su trono. A partir de este momento la Carta Magna iría ganando prestigio y valor simbólico con el tiempo a la hora de frenar las aspiraciones crecientes de los reyes, que se veían obligados a reconocerla como garantía de estabilidad de su reinado y sobre todo como requisito para poder obtener nuevos impuestos.29

			Como resultado de la aprobación de la Carta Magna se convocó en 1215 el consejo que debía supervisar su cumplimiento, considerado como primer germen del Parlamento inglés, que iría evolucionando a partir de aquí. En 1295 se produjo un primer avance relevante, reuniéndose lo que algunos han considerado como parlamento modelo (Stubbs, 2012), una temprana institucionalización del mismo, con representantes además de los nobles y la iglesia, de los condados y cuidades, la gentry o nobleza menor local y los burgueses de los boroughs de Inglaterra. Estos últimos fueron conocidos como los Comunes —Commons—, que a partir de aquí irían ganando peso representativo.

			El poder efectivo de estos parlamentos dependía de la fortaleza o debilidad del rey de turno, sujeto a su vez a conflictos nobiliares, cambios dinásticos y otras tantas circunstancias de cada reinado. En este sentido, algunos reyes vieron en los comunes una forma de contrarrestar el poder de los otros dos estamentos, particularmente el nobiliar, lo que les llevó a favorecer su presencia y papel político. En 1341, bajo el reinado de Eduardo III, se hizo por primera vez una convocatoria a parlamento de la nobleza más el clero por separado, dando paso así a la conformación de dos cámaras en el Parlamento: la Cámara Alta —﻿llamada de los Lores a partir de 1544﻿—, y la Cámara Baja o de los Comunes; haciéndose necesaria desde entonces la aprobación de nuevas leyes e impuestos por ambas cámaras. Esta separación de los Comunes sentó así un precedente que les permitió ir ganando independencia de acción y mayor peso político.

			Durante el reinado de Enrique IV (1399-1413) el Parlamento sumó a su papel tradicional el de la reparación de agravios, una función judicial que le permitía recibir las quejas de los condados y ciudades del país. Este papel le daría más relevancia a su función representativa y resultaría clave en su futuro enfrentamiento con Carlos I.

			La llegada de la Casa galesa Tudor al trono en 1485 —﻿tras el enfrentamiento civil de las Casas de York y Lancaster﻿— traería un período de estabilidad, prominente con los reinados de Enrique VIII e Isabel I. Además de como primer monarca absolutista inglés, Enrique VIII pasaría a la historia por protagonizar la Reforma que llevó a Inglaterra a romper con la Iglesia católica y convirtió al monarca en vicario de Dios en la tierra y cabeza de la nueva iglesia anglicana, lo que daba a la monarquía una legitimidad añadida. La Reforma redujo el número de representantes eclesiásticos en la Cámara de los Lores y eliminó cualquier vínculo político con Roma; haciendo a sus miembros natos de la Iglesia anglicana plenamente leales a la causa monárquica de su superior.

			La Reforma conllevó la disolución por decisión real de los monasterios —﻿más de 170, con sus tierras colindantes y sus riquezas, más varios centenares de inmuebles eclesiásticos repartidos por todo el país﻿—, que pasaron a engrosar el tesoro del monarca. Su venta representó una importante fuente de ingresos para las arcas reales, que hizo a los Tudor menos dependientes de la aprobación parlamentaria de nuevos impuestos.30 Algo a lo que también contribuirían la creciente venta de regalías, monopolios y otras prebendas reales, que experimentaron un importante crecimiento durante este período de creciente expansión comercial y marítima.

			Enrique VIII e Isabel I, ejemplos ya de príncipes absolutos del Renacimiento, fueron sin embargo bastante pragmáticos en su gobierno y cambiaron la política de colisión con el Parlamento por la de influir en él y controlarlo mediante sus miembros gubernamentales y simpatizantes, y la compra de voluntades que les permitía su tesoro y sus prebendas.31 Por todo ello, este período inicial de la monarquía absolutista inglesa no fue especialmente conflictivo con el Parlamento, manteniéndose en el plano de la negociación política y sin traspasar la frontera del enfrentamiento institucional, como ocurriría con la siguiente dinastía.

			
3.2. LOS ESTUARDO Y EL TRIUNFO DEL PARLAMENTARISMO


			La relación entre los monarcas y el Parlamento iba a empeorar en el siglo XVII hasta provocar una guerra civil y la primera de las revoluciones modernas, con un cambio final de régimen que supondría la victoria del Parlamento. Inglaterra iba a realizar así, precisamente cuando en toda Europa se imponían las monarquías absolutas, la transición a un orden político donde el parlamentarismo iba a situarse en su centro, junto con la limitación del poder y el reconocimiento de ciertos derechos y libertades civiles básicos. Aún quedaría un largo camino para completar la transformación a un parlamento plenamente representativo y democrático, pero el cambio iba a ser total, sobre todo comparado con el resto de Europa, dando paso así a la modernidad política.

			Esta fase histórica comenzó en 1603 con la llegada de Jacobo I, de la casa escocesa Estuardo, al trono inglés, al morir Isabel I sin descendencia. Este cambio dinástico iba a acrecentar las tensiones con el Parlamento y el pueblo inglés. En primer lugar, estaba su origen escocés, lo que, siendo frecuentes los enfrentamientos bélicos con Escocia, que se incrementarían en las décadas siguientes, no suponía una ventaja. Tampoco contaba con las alianzas y lealtades nobiliares de una casa dinástica inglesa. Sobre los Estuardo pesaba además descender también de María I, de la familia de los Guisa francesa, acérrimos defensores del catolicismo. Era por tanto una casa con lazos con el país enemigo tradicional, Francia, y con el catolicismo. Para colmo, Jacobo I era un firme defensor de la doctrina del derecho divino de los reyes, que incluso había expuesto en un libro, confrontando las concepciones contractualistas del poder que comenzaban a ganar fuerza. Basándose en las Escrituras, las leyes del reino y la ley natural, Jacobo concluía que su legitimidad y autoridad provenían últimamente de Dios. No defendía que ese poder fuera arbitrario, pero limitaba a Dios la posibilidad de juzgarlo, siendo el único al que debía rendir cuentas de sus actos, lo que de hecho imposibilitaba a los súbditos confrontar sus decisiones.

			Una concepción del poder real que heredó su hijo Carlos I al subir al trono en 1625, a lo que sumaba su talante soberbio, poco dado a negociar y aceptar concesiones; o a cumplirlas cuando así lo había dicho, lo que acrecentaría la desconfianza hacia él. Además, se había casado con Enriqueta María de Francia, hermana del rey francés y católica ferviente, trayendo a la corte su confesor y otros religiosos católicos. Lejos de adoptar una posición discreta, la reina maniobraría para tratar de expandir el catolicismo, lo que le granjeó la oposición de anglicanos y puritanos —﻿los calvinistas ingleses﻿— a los que unía su común animadversión hacia el catolicismo.

			Los enfrentamientos de Carlos I con el Parlamento comenzaron a los pocos meses de heredar el trono, en 1626, con la oposición de éste a la boda con la princesa católica, impidiendo que fuera coronada en la ceremonia de coronación real. Y pronto se planteó otro conflicto con motivo de una petición de impuestos para financiar la guerra contra España. Aprovechado esta convocatoria los parlamentarios presentaron al rey en 1628 la Petition of Rights, redactada por ambas cámaras, como condición previa para la aprobación de los impuestos.

			La Petition fue un documento fundamental al actualizar la antigua Carta Magna —﻿a la que se refería en varios puntos﻿— y servir de antecedente al futuro Bill of Rigths de 1689. El documento, aunque dirigiéndose «humildemente (…) a nuestro señor soberano», dejaba atrás el lenguaje de los antiguos privilegios y libertades para hablar más reivindicativamente de derechos, que reclamaba ahora para los súbditos «de cualquier estado o condición». El escrito insistía en la necesaria aprobación parlamentaria de los impuestos, pero aprovechaba para denunciar los encarcelamientos por oficiales y comisarios —﻿evitando responsabilizar directamente al monarca﻿— de opositores sin acusación previa o con acusaciones falsas, así como los juicios y ejecuciones sin garantías. Carlos I aceptó la petición, pero manifestó sus verdaderas intenciones al disolver inmediatamente el Parlamento y reinar sin convocarlo once años.

			Fue entonces cuando las necesidades financieras planteadas por nuevos conflictos militares obligaron al rey a convocar el Parlamento. En 1640 se reunió este Parlamento, que apenas duró unos meses —﻿denominado por ello corto—. Inmediatamente después se convocó el Parlamento que sería llamado largo, ya que, con recesos y elecciones intermedias, estaría activo entre 1640 y 1660. Esta inusual duración se debió a que el propio Parlamento aprobó una resolución según la cual sólo podía ser disuelto por acuerdo de sus miembros, evitando su disolución por mandato real y prolongándose así incluso durante el gobierno republicano de Cromwell.

			A estas alturas de siglo se había producido un cambio religioso que resultaría clave para lo que este Parlamento largo fue capaz de llevar a cabo. La Reforma anglicana de los Tudor —﻿más institucional que teológica﻿— resultó cada vez más insuficiente para una clase emergente formada por parte de la gentry rural y sobre todo por la clase media comercial y artesanal, hombres libres —freemen y commoners— cuyo peso económico y social no había dejado de crecer. Esta clase encontró en las doctrinas de Calvino una reforma más exigente y un modelo de vida más estricto que casaba mejor con sus expectativas religiosas y vitales. Fueron conocidos como puritanos —﻿a cuyas reivindicaciones políticas se sumaron también grupos protestantes aún más radicales en su voluntad de reforma, en este caso también social﻿—; identificados por su ropaje negro y su vida disciplinada, basada en el valor del trabajo y el rigor moral. Durante el Parlamento largo fueron la fuerza dominante, llevando la iniciativa y sumando también ocasionalmente a una parte de la nobleza a su causa frente al rey. Así, en esta fase crítica de la historia de la tensión entre Parlamento y Corona entró en juego el factor religioso, con el profundo sentido y alcance que tenía en aquel tiempo.32 Y además de la mano del calvinismo que tenía en este sentido algunos rasgos particulares.

			A diferencia de otros autores reformados, más centrados en lo teológico y eclesiástico, Calvino había apuntado en su obra —Institución de la religión cristiana (1536)— varias ideas fundamentales acerca del cuerpo político que influirían en la actitud política de sus seguidores. Fue uno de los pocos autores en este período —﻿y de estos, el más influyente﻿— que, en la tradicional distinción de formas de gobierno, se había inclinado por la democracia, pese a que su gobierno personalista ginebrino fuera todo lo contrario. Acorde con su formación jurídica, exigía al magistrado y al funcionario una conducta rigurosa basada en el estricto cumplimiento y aplicación de la ley, insistiendo en que los impuestos debían estar dirigidos siempre al bien del pueblo. Por último, había insistido en que el deber de obediencia de los súbditos debía llegar hasta donde los mandatos respetasen la ley de Dios, siendo obligado en caso contrario oponerse a ellos.

			Las convicciones religiosas de los puritanos eran muy exigentes respecto a la coherencia de su vida práctica, lo que acabó trasladándose al plano político. Se veían como una comunidad de elegidos, una comunidad de los santos que debía actuar como expresión de la Providencia promoviendo un gobierno piadoso en la tierra. Su celo religioso afectó así a la vivencia de su papel representativo en el Parlamento: más que en representación de una circunscripción, estamento o grupo de intereses, ellos estaban allí en representación de una comunidad comprometida con su labor providencial.33 Y sería este celo religioso y este sentido providencialista de su acción política lo que dio a sus seguidores y por tanto al Parlamento que dominaban la voluntad y fortaleza para ser capaces de juzgar y aún más condenar a muerte a un rey, algo absolutamente impensable hasta entonces en cualquier otra circunstancia.

			
3.3. GUERRA CIVIL Y JUICIO DEL PARLAMENTO AL MONARCA ABSOLUTO


			El Parlamento largo, dominado por la iniciativa y el celo puritanos, fue particularmente beligerante con la monarquía, en la que veía también la amenaza larvada del refuerzo del catolicismo. Esto llevó a Carlos I, en 1642, a protagonizar un hecho particularmente relevante en su enfrentamiento con el Parlamento: el monarca en persona, confiando en que su presencia sería decisiva, se presentó en la Cámara de los Comunes con una orden de detención contra cinco parlamentarios particularmente críticos. Estos habían sido advertidos y habían huido. El monarca preguntó al presidente por su paradero y este le respondió diciendo que él únicamente obedecía a la Cámara, sentando con mucha valentía el principio de autonomía parlamentaria.34

			El monarca absoluto había sido humillado y el Parlamento salía reforzado de este embate. Cualquier acuerdo era ya poco menos que imposible y en otoño de ese año comenzó la guerra civil, prolongándose en diferentes fases durante nueve años, hasta 1651. A lo largo del conflicto Carlos I malgastó nuevas oportunidades de llegar a un acuerdo con los parlamentarios. La victoria final de la causa parlamentaria —﻿y puritana﻿— en la guerra civil marcó un antes y un después en la historia del parlamentarismo que llegaría a su cénit con el juicio de Carlos I por traición y su condena a muerte en 1649. Algo tan impensable que muchos entre los propios defensores de la causa parlamentaria se opusieron a ello. Esto llevó a los líderes puritanos más radicales, particularmente Cromwell, a purgar el Parlamento de los oponentes a este designio, recurriendo al ejército que él mismo había comandado.

			El juicio del rey por el Parlamento supuso un clímax del enfrentamiento entre ambas instituciones, reclamando ambas la supremacía judicial del reino, uno en su condición de monarca y el parlamento en tanto que órgano representativo del pueblo. La nueva victoria institucional parlamentaria marcó un punto de inflexión al establecer un precedente —﻿y bien significativo﻿— de su primacía última, que ya no podría ignorar ningún futuro monarca. El ajusticiamiento del monarca cuando en el resto de Europa dominaban las monarquías absolutas, con el ejercicio de la justicia exclusivamente en sus manos y con los parlamentos ninguneados o disueltos, no sólo fue un acontecimiento histórico interno, sino también internacional.

			Ajusticiado el monarca, se impuso el único período republicano —﻿la Commonnwealth— de la historia inglesa, que duró 11 años, hasta 1660, mayoritariamente bajo la dirección de Cromwell, bajo el cargo de lord protector —﻿título atribuido a los regentes de un rey en minoría de edad﻿—. Sin embargo, el cambio no llevó en realidad a modificaciones institucionales significativas; entre otras cosas porque no había referentes teóricos para ello. Cromwell gobernó con el Parlamento, pero habiéndolo depurado previamente y aboliendo la Cámara de los Lores, con lo que no le planteaba oposición relevante. En última instancia contaba además con la presión de su liderazgo sobre el ejército. De modo que, aunque rechazó el ofrecimiento de la corona que le hizo el Parlamento, no hizo sino actuar de modo similar a como lo hacían los monarcas de su tiempo, por lo que algunos consideran este período más bien como una dictadura militar. Pese a ello el precedente y el mensaje histórico se había lanzado para siempre acerca de lo que podía ocurrirle a un monarca si se oponía a los designios del Parlamento, así como de su capacidad para imponerse y convertirse en epicentro efectivo del poder de la nación, lo que volvería a ocurrir apenas una generación después.

			A la muerte de Cromwell, según su deseo le sucedió su hijo, al tiempo que buena parte de la sociedad anhelaba ya el fin de este período. El propio Parlamento largo se disolvió en 1660 y se convocaron elecciones que ganaron abrumadoramente los realistas. Formado el nuevo Parlamento, en el que por primera vez sus miembros no tuvieron que hacer juramento de lealtad ni a la república ni a la monarquía inexistentes en ese momento, votó a favor de la reinstauración de la monarquía y la recuperación de la Cámara de los Lores.

			
3.4. LA CRISIS DE EXCLUSIÓN Y EL ORIGEN DEL LIBERALISMO


			El Parlamento daba así paso al retorno de la monarquía, estableciendo nuevamente una cierta precedencia institucional. Carlos II regresó en 1660 con júbilo del pueblo y se convocaron nuevas elecciones que volvieron a dar un Parlamento de mayoría realista que, dado que no planteaba problema al monarca, se mantuvo activo durante 18 años, hasta 1679, el más largo de su historia.

			Carlos II, con la lección de lo ocurrido a su padre, ejerció el Gobierno de la Restauración de manera cauta, tanto en el plano político como en el religioso. Promovió un período de renacimiento de las artes y las ciencias, y continuó la prosperidad de la expansión comercial. Supo contar además con consejeros y cancilleres tanto conservadores como progresistas, dándoles mayor protagonismo gubernamental. Todo ello hasta que se produjo la conocida como crisis de exclusión hacia el final de su reinado.

			Carlos II no tenía descendencia legítima por lo que nombró heredero a su hermano Jacobo, católico declarado. La amenaza de un monarca católico alzó nuevamente a la oposición protestante, incluido el Parlamento, poniendo fin al idilio político de dos décadas con el rey. Durante 1680 y 1681 se sucedieron dos breves parlamentos que plantearon la conocida como ley de exclusión, que impedía la sucesión en el trono inglés de un rey católico. A raíz de esta petición, ambos fueron disueltos por Carlos II, que gobernó ya sin parlamento hasta su fallecimiento en 1685.

			La crisis de exclusión abrió así un período de agitación política en el que se conformaron elementos clave de la política moderna inglesa. Así, se formaron los dos grandes partidos políticos que marcarían su futura vida política: los tories, conservadores defensores de la legitimidad dinástica, y los whigs, liberales opuestos a un rey católico. Este período vio nacer también, al calor de la polémica, la prensa política, que Carlos II ya había intentado reprimir sin éxito en 1675 cerrando los cafés donde se difundía. Ambos partidos se enfrentaron en la arena propagandística: lo que en sí mismo era indicio de un cierto cambio de mentalidad en la vida política inglesa. Los tories lo hicieron publicando en 1680 la obra El Patriarca de Robert Filmer (1588-1653), un autor realista menor que había defendido a comienzos del siglo los supuestos barrocos del absolutismo real: la Biblia, el principio hereditario y el poder paternal. Por su parte, los whigs movilizaron a varios autores contemporáneos, entre los que estaba el protegido del líder whig Shaftesbury, John Locke, que con tal motivo escribió sus Dos Tratados sobre el Gobierno Civil (1690), obra fundamental en el nacimiento del liberalismo.35

			Locke, como filósofo moderno, en vez de defender su posición mediante el planteamiento historicista inglés habitual —﻿recurriendo a la Carta Magna, los estatutos parlamentarios y los derechos tradicionales de los ingleses﻿— adoptó una fórmula racionalista que lo convertiría en el padre liberalismo, con gran influencia posterior en la Francia ilustrada y la América del Norte prerrevolucionaria.

			Locke adoptaba el principio de creación y legitimación del poder político mediante el pacto, que daba origen al legislativo: «Por este acto, se autoriza a la sociedad, o, lo que es lo mismo, al legislativo allí establecido, a crear leyes en su nombre, de acuerdo con el bien público de esa sociedad» (Locke, [1690] 1990: 89). La legitimidad del poder político se invertía así respecto al supuesto absolutista de la voluntad divina: el poder no venía de arriba abajo, de Dios al rey y de este al pueblo; nacía de abajo arriba, de la voluntad del pueblo, a la que por tanto quedaba sujeto el poder; y tampoco iba al monarca, sino al órgano legislativo, que gozaba así de prioridad institucional. Esta formación del poder político respondía además a la voluntad de los individuos de crear un poder que respetara y protegiera sus derechos fundamentales; quedando ese poder no sólo limitado, sino obligado al debido reconocimiento y protección de estos derechos, lo que lo hacía incompatible con cualquier poder absoluto: «De aquí resulta evidente que la Monarquía Absoluta, considerada por algunos como el único tipo de gobierno que puede haber en el mundo, es, ciertamente, incompatible con la Sociedad Civil y excluye todo tipo de gobierno civil» (Locke, [1690] 1990: 89).36

			Locke establecía además otra original garantía institucional de limitación del poder, que pasaría a constituir un elemento distintivo del estado moderno: su división; en su propuesta entre el poder legislativo, el ejecutivo y el federativo.37 Y de estos poderes —﻿como fruto primero del pacto y por su función promulgadora de las leyes﻿—, el superior era el legislativo. Con ello Locke daba una fundamentación basada en principios generales a la precedencia política del parlamento: «En todos los casos, mientras el gobierno subsista, el poder supremo será el legislativo; pues aquel que dicta leyes a otro deber ser necesariamente superior a éste» (Locke, [1690] 1990: 148).

			A estas aportaciones Locke sumó otra igualmente crucial para la historia del liberalismo y el orden político modernos, esta vez en su Carta de la Tolerancia, escrita durante su exilio en Ámsterdam, a petición de un hugonote, recién expulsados estos de Francia por Luis XIV. Aquí plantea una nueva caracterización del poder político respecto a la religión, estableciendo una clara distinción entre sus ámbitos respectivos. La religión es asunto de la conciencia personal y sus pautas de conducta, de las iglesias, que, en tanto que asociaciones voluntarias, deben renunciar a servirse del poder político para imponer sus creencias morales y religiosas, y perseguir otras distintas. Por su parte, el magistrado debe seguir como criterio único de su actuación la protección de los derechos fundamentales y el bienestar de todos los individuos, sin ocuparse de las creencias y prácticas religiosas siempre que se ajusten a la ley común:

			El Estado es, a mi parecer, una sociedad de hombres constituida solamente para procurar, preservar y hacer avanzar sus propios intereses de índole civil. Estimo, además, que los intereses civiles son la vida, la libertad, la salud, el descanso del cuerpo y la posesión de cosas externas, tales como dinero, tierras, casas, muebles y otras semejantes. El deber del magistrado civil consiste en asegurar, mediante la ejecución imparcial de leyes justas a todo el pueblo, en general, y a cada uno de sus súbditos, en particular, la justa posesión de estas cosas correspondientes a su vida. (Locke [1689] 2017: 59)

			Locke formulaba así lo que ocurriría en la praxis política: que la pluralidad religiosa dejó de ser motivo para conflictos civiles y con el tiempo también para disputas partidistas. El uso político que el poder absolutista había hecho de la religión para legitimar y asentar su poder —﻿y algunas iglesias para asegurar su supremacía o su monopolio religioso﻿— pasaba aquí a la historia, con sus cientos de miles de perseguidos y víctimas; a diferencia de otros países de la propia Europa, donde la religión aún seguiría siendo usada para ajusticiamientos y persecuciones.

			
3.5. LA REVOLUCIÓN GLORIOSA Y EL INICIO DE UN NUEVO ORDEN POLÍTICO


			La subida al trono de Jacobo II en 1685 fue cumpliendo los peores pronósticos, perdiendo rápidamente el favor del pueblo, incluido buen número de los defensores de la legitimidad dinástica. El monarca fue aumentando su gobierno personalista, con medidas y nombramientos —﻿incluido en el ejército, que quería mantener de manera permanente﻿— que favorecían a los católicos, para disgusto y alarma de los puritanos y también de la nobleza y la Iglesia anglicanas —﻿a varios de cuyos obispos procesó aunque finalmente fueron absueltos﻿—.38 También había llegado al trono con voluntad de construir una administración centralizada siguiendo el modelo francés de Luis XIV, lo que chocó con la idiosincrasia del pueblo inglés, que vio en ello un nuevo riesgo de despotismo.

			El nacimiento de un heredero y el consiguiente riesgo de una dinastía católica movilizó definitivamente a un grupo de dignatarios protestantes que solicitaron a Guillermo III de Orange, casado con Ana, hija protestante de Jacobo, invadir Inglaterra, lo que hizo en noviembre de 1688. La invasión, conocida como la Revolución Gloriosa, triunfó en apenas un par de meses sin oposición ni enfrentamientos relevantes, reflejando el deseo general de un cambio de situación y el temor a un nuevo conflicto civil. Jacobo huyó a la Francia de Luis XIV, desde donde seguiría conspirando sin éxito.

			Como resultado de la Gloriosa Revolución se llevó a cabo la transformación institucional que no se había producido al término de la guerra civil. Con una sorprendente rapidez además, que sólo se explica porque las reformas se ajustaban a su avanzada mentalidad política, así como a la tradición de contención del poder real y de reconocimiento de libertades y derechos, ampliada ahora al conjunto del pueblo. La continuidad histórica del Parlamento facilitaba un referente institucional clave para este nuevo orden político, a diferencia del resto de Europa donde prácticamente habían desaparecido. Inglaterra realizaba así el tránsito del Parlamento medieval al Parlamento moderno y liberal, manteniendo viva la llama que un siglo después pudo así volver a prender en otros países europeos.

			A iniciativa de Guillermo se constituyó rápidamente un Convention Parliament, a comienzos de 1689. Su primera medida fue la presentación del Bill of Rights —﻿Declaración o Carta de Derechos﻿— que los nuevos monarcas debían acatar para asumir la corona, lo que hicieron el día de su proclamación. Esto suponía pasar de una monarquía basada sólo en la legitimada dinástica a una monarquía estatutaria —﻿antecedente de las futuras monarquías constitucionales﻿—, vinculada al reconocimiento por parte de la corona de un marco normativo previo. El documento suponía la actualización de la Carta Magna y la más reciente Petition of Rights de 1628,39 estableciendo a su vez un precedente para la Declaración de Independencia de EE. UU. de 1776 y las primeras enmiendas; y la francesa de Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789.

			El Bill of Rights —﻿aprobado por los miembros de ambas cámaras «reunidos en representación libre y completa de la nación» para «reivindicar y afirmar sus antiguos derechos y libertades»— suponía el fin de la monarquía absoluta y sus prerrogativas, y el comienzo de un nuevo orden político «para conseguir una ordenación tal que su religión, leyes y libertades no puedan otra vez estar en peligro o ser subvertidas» (Peces-Barba, 1987: 95). El documento recogía reivindicaciones tradicionales, como la aprobación parlamentaria de los impuestos o de la creación de un ejército en tiempos de paz, que los jurados debían ser debidamente elegidos y listados, que las penas no podían ser «crueles o anormales», etc. Pero también introducía garantías relativas al Parlamento, cuya autonomía pasaba así a ser objeto explícito del acatamiento real, lo cual —﻿junto con las leyes que se fueron aprobando a continuación﻿— sentaba implícitamente las bases de un régimen parlamentario. Así, recogía «que la elección de los miembros del Parlamento debe ser libre»; así como su funcionamiento ya que «la libertad de palabra y de debates o de procedimientos en el Parlamento no debe ser denunciada o puesta en cuestión en ninguna corte o lugar fuera del Parlamento» (ib.: 95).

			Establecía también «que el pretendido poder de la autoridad real de suspender las leyes o la ejecución de leyes sin el consentimiento del Parlamento es ilegal», afirmando así cierto principio de legalidad básico y dando prioridad última al Parlamento. Por último, se garantizaba que «para reparar todos los agravios y para reformar, fortalecer y proteger las leyes, los Parlamentos habrán de convocarse frecuentemente» (ib.).

			A este documento fundamental siguió la aprobación de un conjunto de leyes que definieron con más precisión los rasgos del nuevo orden político, un régimen parlamentario con libertades básicas, a años luz del resto de Europa. La Mutiny Act de 1689 eliminó el peligro de represión violenta al prohibir la formación del ejército sin la aprobación parlamentaria y que los civiles fueran juzgados por tribunales militares. La Toleration Act, de ese mismo año, aunque mantenía la discriminación hacia los protestantes más radicales y los católicos, supuso el fin de las persecuciones religiosas. En 1695 no se renovó la Licensing Act, que desde su creación por Enrique VIII había supuesto un régimen de censura previa y monopolio en la publicación y comercialización de libros, estableciéndose así en la práctica la libertad de imprenta (Aznar, 1992).

			En 1694 se aprobó la Triennial Act —﻿conocida también como Meeting of Parliament Act— que establecía la reunión anual del Parlamento y las elecciones cada tres años, pasando así a un Parlamento estable que no necesitaba ya del rey para marcar su actividad.40 Finalmente, la Act of Settlement, de 1701, completó las conquistas frente a la corona, estableciendo límites a las prerrogativas de la Corona y las condiciones del ejercicio de sus poderes, la estabilidad e independencia de los magistrados, y el orden dinástico para garantizar un monarca protestante. En 1707 la Union Act fue aprobada por los parlamentos de Inglaterra y de Escocia, uniéndose ambos reinos y formando un único Parlamento en su sede londinense.41

			El monarca todavía retenía bastante poder, sobre todo en las relaciones internacionales o los nombramientos del ejército; y mediante su influencia en la Cámara de los Lores, que mantenía su poder de veto respecto a la legislación aprobada por los Comunes. El monarca también tenía derecho de veto, pero dejó pronto de utilizarlo. Se había iniciado la senda de la reducción paulatina de su poder en un proceso que se recorrería a la manera inglesa: con avances progresivos que iban convirtiéndose en norma no escrita, sin que ningún rey se atreviera a confrontar la voluntad del Parlamento y del Gobierno después de cada uno de estos avances. Este proceso se inició pronto: con la muerte sin descendencia de la reina Ana en 1714 se produjo el cambio dinástico a la casa extranjera de Hannover, cuyo primer rey, Jorge I, ni siquiera hablaba inglés y no estaba interesado en la política inglesa, muy alejada de su tradición y mentalidad, lo que fue aprovechado para reforzar el gobierno político de los partidos y el Parlamento. Algo que ocurrió de nuevo a finales del XVIII tras la desacertada gestión del conflicto colonial norteamericano y la inestabilidad mental de Jorge III.

			Por todo ello, bien pronto ya en el siglo XVIII, el filósofo Hume pudo escribir con su particular ironía ilustrada que

			en estos últimos cincuenta años ha habido un súbito y perceptible cambio en las opiniones de la gente, debido al progreso en el aprendizaje y a la libertad. La mayoría de la gente, en esta isla, se ha liberado de toda veneración supersticiosa por los nombres y la autoridad. (…) El simple nombre de rey suscita escaso respeto, y hablar del rey como vicario de Dios en la tierra, o darle alguno de estos títulos magnificentes que antes deslumbraban a la humanidad, no haría sino mover a risa a cualquiera (Hume, [1741] 2011: 81).

			Hume añadía que aunque la corona todavía conserva, «gracias a sus grandes ingresos», su ascendiente sobre los intereses privados, «el poder real, al no estar ya basado en principios y opiniones establecidos, se disuelve de inmediato»; concluyendo que «la cámara de los comunes debe ser, de acuerdo con su actual constitución, el único poder legislativo en un gobierno popular semejante» (ib.).

			El conjunto de las medidas establecidas tras la Revolución Gloriosa acabaron formando una especie de constitución no escrita del Reino Unido en la que la monarquía estatutaria y limitada, y el protagonismo legislativo y político del Parlamento conformarían en la práctica un primer régimen parlamentario moderno, con sus libertades civiles y derechos asociados, inaugurando así una nueva etapa en la historia política de Europa. En el camino quedaban aún reformas pendientes, pero estas ya se harían en el marco de este nuevo régimen político sin que hubiera ya retroceso alguno, asegurando así la excepcionalidad británica que serviría de modelo para el resto del continente. La llama de la libertad parlamentaria había sobrevivido en aquella nublada isla del norte.

			
4. LA CUESTIÓN SOCIAL Y LAS CLAVES DEL PARLAMENTARISMO

			
4.1. EL CAMBIO A LA SOCIEDAD INDUSTRIAL


			A finales del siglo XVIII el régimen parlamentario británico estaba sólidamente establecido y contaba ya con varios siglos de existencia continuada. Pero la sociedad había seguido avanzando y produciendo cambios que no podían dejar de afectar al sistema político establecido. Por un lado, tanto los recién creados EE. UU. como Francia habían vivido sus propios procesos revolucionarios que habían llevado más lejos los principios del gobierno popular. Esto planteaba cierta presión —﻿traída de la mano de algunos autores y activistas reformistas﻿— para introducir cambios que adaptarán el sistema británico a los nuevos tiempos; y al mismo tiempo, reacciones en contra, para evitar cualquier cambio que pudiera alterar el orden establecido.

			Pero más fundamental aún: dentro del propio país se habían producido, como efecto de las transformaciones que iniciaban ya la Revolución Industrial, cambios importantes en el perfil socioeconómico de buena parte de la sociedad. Particularmente de su clase más emprendedora, la manufacturera, que ahora ostentaba una mayor proporción en la creación de la riqueza sin que sus intereses estuvieran representados en el Parlamento, ni tan siquiera en los Comunes, cámara supuestamente representativa de la nación.

			El Parlamento seguía siendo una institución dominada por el perfil social de sus miembros, mayoritariamente asociado a la tenencia de tierras y por tanto a la riqueza de origen territorial y agrícola. Esto había conformado su identidad a lo largo de los siglos: terratenientes medianos en los Comunes y grandes poseedores nobiliarios de tierras en los Lores, bastante coincidentes en cuanto a sus intereses a este respecto y compartiendo los principios de «respeto, residencia, riqueza, munificencia y virtud». Esto —﻿sumado a su funcionamiento estable durante el siglo XVIII— había creado una élite de poder muy arraigada y cerrada; por supuesto entre los Lores, que era una cámara hereditaria; pero también en los Comunes cuya forma de elección no había variado con el paso del tiempo. Por otra parte, la población había crecido a lo largo del siglo XVIII —﻿y lo haría aún más en el XIX, pasando de 9 a 33 millones entre 1801 y 1901﻿—; pero los procesos de elección no habían cambiado. De modo que la proporción de la población que concurría a la elección de los miembros de los Comunes apenas rondaba un 3% de la población adulta masculina. Resultado: a comienzos del XIX se daba una clara disfunción entre el nuevo perfil manufacturero y urbano de la sociedad, y su papel económico y sociocultural ascendente, y la composición elitista y muy poco representativa del Parlamento, que respondía a una etapa de desarrollo histórico anterior.

			En este contexto se fueron configurando dos grupos que reclamaban un cambio en la vida política y parlamentaria del país. Por un lado, los burgueses industriales, con un peso creciente en la riqueza y los intereses del país —﻿y del imperio﻿—, y en la vida urbana y la opinión pública; deseosos de reformas que facilitarán el desarrollo de la economía industrial, como la reducción del proteccionismo agrícola —﻿que favorecía a los terratenientes, pero elevaba los costes de producción﻿— o de las tasas locales, y otras medidas liberalizadores del mercado interior y exterior. Por otro, los trabajadores industriales, excluidos del reparto del crecimiento económico, pero cada vez más organizados y conscientes de sus reivindicaciones; que reclamaban voz política para introducir medidas sociales que mejorarán su situación. Esta demanda de cambios iba a acentuarse progresivamente; sin embargo, no lo haría en el sentido de un cuestionamiento completo del sistema cuanto en el de su reforma para ajustarlo a estas nuevas demandas. Se planteó así un test social y político que pondría a prueba la capacidad del sistema parlamentario para adaptarse y dar respuesta a un nuevo contexto histórico.

			Y para que esto fuera posible había que repensar la institución parlamentaria, algo que prácticamente no se había hecho nunca ya que el Parlamento había sido el producto de su propia evolución histórica y no el fruto de una reflexión sistemática y un diseño institucional previos. Se necesitaba aquí la aportación de alguien capaz de someter a un examen radical al Parlamento, proponer reformas y concitar las voluntades necesarias para llevarlas a la práctica.

			
4.2. LA CONTRIBUCIÓN DE BENTHAM Y LOS RADICALES


			Jeremy Bentham (1748-1832) fue el autor que asumió los retos que la nueva etapa histórica planteaba al Parlamento, diseñando un amplio, sistemático y detallado programa de reformas que abarcaban principalmente el Parlamento y la legislación, y otros campos conexos, desde las prisiones a la moral. Bentham conocía bien la filosofía ilustrada, pero en vez de los principios más generales formulados por la Ilustración —﻿y que podían considerarse ya filosóficamente aceptados﻿—, lo que se necesitaba ahora era establecer criterios concretos, propuestas de reforma y diseños institucionales que hicieran efectivos tales principios.42

			Bentham comenzó muy pronto a escribir bajo este planteamiento crítico con la herencia ilustrada y a dibujar los fundamentos y los detalles de un programa de reformas que diseñarían el nuevo paradigma de un régimen político parlamentario contemporáneo. Además, conforme fue avanzando en sus propuestas fue ganando seguidores que conformarían pronto un movimiento reformista bajo estos presupuestos, que pasarían a ser conocidos como los filósofos y políticos radicales.43 Estos abarcaban a reformistas de clase media y profesionales del derecho y la administración pública que iban ganando peso día a día al calor del crecimiento de la economía moderna y la administración imperial; algunos cercanos o incluso miembros del partido whig, que asumiría buena parte de sus propuestas. Y un sector de reformistas más cercano a los trabajadores que pretendía llevar estas reformas aún más lejos —﻿particularmente la del derecho al voto﻿— y que serviría de inspiración a las propuestas de reforma electoral y parlamentaria cartistas.

			El término radical se corresponde con el carácter reformista de las propuestas benthamitas, a las que él apellidó así: como estado radical o democracia radical. Pero su radicalidad estaba en su racionalismo sistémico y su voluntarismo político, necesarios para cambiar un modelo largamente asentado y una institucionalidad basada en el carácter sagrado de la tradición. Sus propuestas apuntaban en realidad hacia un modelo de Estado constitucional, aunque también supusieran un antecedente normativo y político de lo que sería el futuro estado social, que comenzaría a tomar forma a finales del XIX y principios del XX.44 En este Estado constitucional, el Parlamento ocupaba el centro, primero en sentido estructural e institucional por su papel legislativo; pero también como centro neurálgico de la vida pública y política en tanto que expresión política de la voluntad del pueblo. El Parlamento y su reforma para adecuarlo a los nuevos tiempos y a este nuevo paradigma político, constituyeron así la parte más fundamental de sus reflexiones y propuestas, influyendo no sólo en su país, sino en buena parte del continente.45

			En su temprana obra Fragmento sobre el gobierno, publicada con una amplia acogida a sus 28 años, Bentham se mostraba crítico con la idea de que la limitación de un gobierno despótico dependiese sólo de la división de poderes. Para él la clave estaba más bien en la forma y la finalidad con que se ejercía ese poder, de modo que estuviera bien distribuido entre las diferentes clases, se renovase con frecuencia, se orientase al bien general, etc. Lo que dependía de un conjunto de condiciones que, al enumerarlas, configuraban ya un temprano programa de reformas políticas cuyo desarrollo preciso marcaría toda su obra posterior:

			La distinción [entre un gobierno despótico y uno libre] se debe a circunstancias de distinta naturaleza: a la forma en que el poder, que considerado en su totalidad es supremo, se distribuye, en un Estado libre, entre las diferentes clases de personas que en él participan; a la fuente de que derivan sus títulos; a los frecuentes y pacíficos cambios que se producen entre gobernantes y gobernados, en virtud de los cuales los intereses de una clase se confunden con los de la otros; a la responsabilidad de los gobernantes; al derecho concedido para examinar y analizar públicamente los fundamentos que asisten a todo acto de poder ejercido sobre ellos; a la libertad de prensa, es decir, a la posibilidad que tiene todo ciudadano, sea de la clase que fuere, de hacer públicas sus quejas y denuncias a toda la comunidad; a la libertad de asociación, es decir a la posibilidad que tienen los disconformes de comunicar sus sentimientos, concertar sus planes y practicar cualquier modo de oposición, excepto la rebelión, sin que puedan verse legalmente perturbados por actos del ejecutivo. (Bentham, [1776] 1985: 176)

			Aquí estaba apuntado también el programa que guiaría la política de los reformistas durante el siglo XIX. Un programa que, en lo referente al papel central del parlamento, se articularía en torno a dos principios fundamentales del parlamentarismo: el de representación y el de publicidad.

			
4.3. EL PRINCIPIO DE REPRESENTACIÓN


			A comienzos del siglo XIX era ya evidente para muchos que el sistema parlamentario tenía un déficit importante en cuanto a su carácter representativo. Mientras la correlación entre el Parlamento y los intereses de sus electores estuvieron ajustadas, no planteó un problema demasiado grave. Pero la situación se había hecho más crítica por los cambios que hemos venido señalando: un creciente desarreglo entre los intereses de buena parte de la población y su carencia de representación proporcional o total en el Parlamento. De este modo el gobierno parlamentario y el ejercicio de su poder ya no respondía a los intereses mayoritarios de la población, lo que tendía a hacerlo despótico en la práctica. Se necesitaban reformas que confrontarán este problema y lo primero era establecer un nuevo principio de legitimidad que las guiase.

			Ese principio había sido formulado con claridad por Rousseau: para que los individuos fueran libres en la sociedad política debían ejercer el autogobierno, debiendo por tanto las leyes emanar de su voluntad. Para ello ser requería que el cuerpo político respondiera a la voluntad general y no a los intereses particulares de cualesquiera minorías que lo usarán en su favor. Pero Rousseau no había ido muy lejos en precisar la forma concreta en que esto podía hacerse efectivo. Bentham resolvió este problema mediante el principio que había planteado la Ilustración británica y que él se encargó de depurar en la segunda de sus obras tempranas, de 1788, Introducción a los principios de la moral y la legislación, el principio de utilidad, «el único que puede guiar al hombre en este laberinto». Este principio afirmaba que el criterio de lo correcto, tanto de la conducta ética como de la legislación y la acción política, era el logro de la mayor felicidad para el mayor número de personas. Esto no podía determinarse en términos abstractos de una supuesta unidad pseudomística como el pueblo o la nación y tampoco cabía que lo estableciera un legislador sabio u omnisciente, todo lo cual o bien no existía en realidad o conducía a una forma de despotismo ilustrado.

			Bentham, fiel a la aportación de la naciente ciencia económica y del individualismo metodológico y el empirismo de la tradición ilustrada británica, planteaba este principio en términos muy diferentes. El principio de utilidad del mayor bien para el mayor número se determinaba bajo tres supuestos: primero, el interés propio era el único existente, siendo cada uno su mejor juez —each man, his own lawyer—. Segundo: la igualdad de los individuos y por tanto de sus intereses, según la fórmula utilitarista «cada uno cuenta como uno y nadie cuenta más que por uno». Y tercero: para determinar la felicidad o el bienestar del mayor número bastaba sumar esos intereses iguales. De este modo el bien común o general se hacía equivalente a algo concreto, que podía ser determinado racionalmente y no algo místico que competiese a alguien o algunos determinar exclusivamente. De este modo legislar se convertía en un asunto racional de cálculo de utilidad46 que resolvía positivamente la conciliación de los intereses particulares y el bien común, siempre que dichos intereses particulares pudieran manifestarse y ser sumados honestamente.
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